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			A todas las víctimas del conflicto. 

			A las actuales y futuras víctimas de los enemigos de la paz.

			A quienes han hecho posible el final del conflicto armado.

			A quienes están construyendo la paz.
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			Cautivado por el poder seductor académico que irradia la lectura del libro El Derecho Internacional ante el conflicto en Colombia (2014), del autor español FELIX VACAS FERNÁNDEZ y profesor de la Universidad Carlos III de Madrid de España, me propuse en recomendarle a mis alumnos en Derecho en Colombia y otros países de América Latina leer este maravilloso libro con el cual se visualiza el escenario y el contexto en el que se venía desarrollando el conflicto armado interno en Colombia, narrado con magistral erudición histórica, claridad, sencillez y sin perder la profundidad, el lector comprenderá el con tenido del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una Paz Estable y Duradera.

			La lectura apasionada me motivó para decirle al distinguido profesor VACAS FERNÁNDEZ que actualizara la anterior obra con motivo de la firma del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una Paz Estable y Duradera, entre el gobierno del Presidente Santos y la guerrilla de las FARC-EP, el 24 de agosto de 2016. 

			En efecto, fruto de dicho trabajo de la actualización de dicho libro por fortuna tengo en mis manos la obra titulada El Conflicto de Colombia y los Acuerdos de Paz en perspectiva histórica. Evolución, procesos de paz y derechos de las víctimas a la luz del Derecho y las Relaciones Internacionales, para cumplir con el honroso encargo de hacer un prólogo sugerido generosamente por el autor FELIX VACAS FERNÁNDEZ, no sin antes confesar que de su lectura he aprendido a estudiar el conflicto armado interno colombiano a partir del Derecho Internacional Humanitario1 (en adelante DIH), el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (en adelante DIDH) y el Derecho Penal Internacional (en adelante DPI)2, que son las fuentes del Derecho aplicables según el Acuerdo Final, por la Jurisdicción (Tribunal) Especial para la Paz. 

			En efecto, en la página 164 del Acuerdo trata del Derecho aplicable: “59. Respecto a la responsabilidad de los integrantes de las FARC-EP se tendrá en cuenta como referente jurídico el el Derecho Internacional Humanitario, Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Penal”. En similar forma en la página 144 y en el Preámbulo del Acuerdo se hace referencia expresa al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y a la Constitución de 1991 como fuentes del Derecho aplicable. 

			En la reforma constitucional aprobada por el Congreso de la República mediante el Acto Legislativo No. 01 de 4 de abril de 2017, se cita en varias de sus disposiciones constitucionales las tres fuentes del Derecho previstas en el Acuerdo Final. En el  artículo transitorio 5, inciso 7, se expresa: “La Jurisdicción Especial para la Paz al adoptar sus resoluciones o sentencias hará una calificación jurídica propia del Sistema respecto a las conductas objeto del mismo, calificación que se basará en el Código Penal colombiano y/o en las normas de Derecho Internacional de los  Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario (DIH) o Derecho Penal Internacional, siempre con aplicación obligatoria del principio de favorabilidad”; también se citan estas fuentes en el artículo transitorio 22 (calificación jurídica de la conducta en la JEP), en el artículo 16 transitorio (competencia sobre terceros) y en el articulo 24 transitorio (responsabilidad del mando). Mientras que en la reforma constitucional contenida en el Acto Legislativo No. 02 de 11 de mayo de 2017 se cita como fuente aplicable el Derecho Internacional Humanitario en el artículo 1.

			Con las anteriores precisiones examinemos cómo está estructurado este gran libro para la presentación a los lectores caracterizado por ser muy didáctico para aprender DIH y DPI, principalmente, aplicables al conflicto armado interno colombianos, del cual he tenido la suerte de ser su primer alumno y espero haber hecho mi tarea.

			La obra  contiene tres partes con nueve capítulos. El Capítulo Primero titulado El conflicto de Colombia en perspectiva histórica y causal tiene como sub-título La violencia, etapa precursora del conflicto (1948-1957), en la que se destaca como hecho desencadenante de la violencia el asesinato de JORGE ELIECER GAITAN, el 9 de abril de 1948, líder liberal popular de clara vocación democrática. En este escenario de graves violaciones a los derechos humanos, con miles de muertos, establecimientos de comercio destruidos, vehículos de transporte incendiados y la ciudad de Bogotá ardiendo en llamas, se llevaron a cabo las sesiones de la Novena Conferencia Internacional Americana (marzo 30 a mayo 2 de 1948), en la que veintitrés Estados firmaron la Carta de la Organización de Estados Americanos (OEA ) y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de 2 de mayo de 1948 que antecede en su aprobación siete meses y ocho días a la Declaración Universal de Derechos Humanos de diciembre 10 de 1948, lo que indica que el proceso de formación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos comenzó en América. 

			Este episodio violento se denominó como “El Bogotazo” que tiñó con sangre la memoria del pueblo colombiano, quedando en la impunidad las graves violaciones a los derechos humanos reconocidos en el primer instrumento internacional del mundo, agudizando con la injusticia la violencia política en Colombia, durante este ciclo histórico (1948-1957).

			En efecto, precisa el autor “el inicio del ciclo largo de violencia política que llega hasta la actualidad; momento en el que se abre una década en extremo violenta que enfrentó a conservadores y liberales, funcionó como nexo entre dos etapas históricas del país: apéndice de las violencias del pasado y preámbulo de las nuevas”, sin que llegue la Paz.

			 El escenario estaba abonado para la dictadura militar del General Gustavo Rojas Pinilla y la Junta Militar de Gobierno (1953-1958), mientras los jefes de los dos partidos políticos tradicionales Alberto Lleras Camargo (liberal) y Laureano Gómez (conservador) vacacionaban en Benidorm y Sitges (España), lugares del Mediterráneo dónde se firmaron los pactos políticos que fueron refrendados por el pueblo colombiano el 1 de diciembre de 1958, mediante un plebiscito sin que se repararan a los familiares de las víctimas por los daños originados por las violaciones a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en total impunidad los crímenes graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto.

			En un contexto de impunidad y de injusticia se fundó lo que se llamó el “frente nacional” (reparto milimétrico liberal/conservador del poder), excluyendo al partido comunista y otros disidentes políticos de la participación y representación política en el Congreso de la República, en clara violación a los derechos políticos de sus militantes reconocidos en el artículo XX de la Declaración Americana, porque también eran ciudadanos habilitados para elegir y ser elegidos: así estuviera ilegalizado dicho partido político desde 1955 nunca dejaron de ser personas y ciudadanos, lo que entre otras causas originaria lo que sucedió posteriormente. 

			Finalizaba la década de los años 50 y comenzaba la de los años 60 del siglo XX, con las operaciones militares en Marquetalia (1962-1964), con el apoyo aéreo estadounidense, como una ofensiva militar para acabar con una de las “repúblicas independientes” de las organizaciones campesinas armadas, de la cual Pedro Antonio Marín, alías Manuel Marulanda  (“Tirofijo”) y Jacobo Arenas eran sus líderes; operación militar que dejando más de 250 muertos, suponía la conquista y control del terreno conocido como Marquetalia dice el autor y argumenta lo que sigue acerca de los antecedentes del nacimiento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC): ¿qué relevancia tuvo el ataque a Marquetalia en este desarrollo? se pregunta el autor y, a, su vez, responde: la construcción de un poderosísimo mito fundacional que quedaría inscrito en el devenir de las FARC. Al respecto explica el experto EDUARDO PIZARRO LEONGOMEZ: “Según este mito, las Farc no surgieron por iniciativa propia, sino como resultado de una agresión externa. El movimiento guerrillero incipiente no habría sido quien le declaró la guerra al Estado, sino, por el contrario, fue el Estado quien le declaró la guerra a las organizaciones agrarias comunistas, las cuales se vieron obligadas a defender su vida mediante las armas”3.   

			Todo ello configuró un cambio de estrategia en la guerrilla; pasó de la autodefensa campesina, por definición estática, a la guerrilla móvil, para lo cual organizaron, con el apoyo del partido comunista dos conferencias (entre julio y septiembre de 1964), en las que se aprobó el documento denominado Programa Agrario de los Guerrilleros, para lo cual se creó el Bloque Guerrillero Sur, con la finalidad de tomarse el poder mediante la revolución. El 5 de mayo de 1966 el grupo guerrillero lanzó la Declaración Política de la Segunda Conferencia del Bloque Sur, adoptando la ideología pro-soviética con la finalidad de tomarse el poder, para lo cual se crearon las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC).

			¿Por qué es importante el anterior relato histórico a manera de resumen acerca del enfrentamiento militar entre las FARC y el Estado que comenzó a mediados del siglo pasado?, sencillamente para establecer la existencia de un conflicto armado interno en Colombia a la luz del Derecho Internacional Humanitario.

			Precisamente VACAS FERNÁNDEZ en el Capítulo Cuarto del libro se propone explicar la calificación jurídica del conflicto armado interno que sintetizamos en la siguiente forma. El autor distingue entre la legitimación política de un grupo y su legitimad jurídica en el uso de la fuerza: su legitimación, como grupo alzado en armas contra un gobierno establecido en un Estado, dependerá, en el plano político, entre otras, del apoyo interno que tengan en la población y también internacional, tanto de los Estados como de la opinión pública; mientras que para la legitimidad jurídica, resulta de la aplicación del Derecho Internacional, que en relación con el uso de la fuerza vendría determinado por las normas que conforman el ius ad belum, identificando el autor el ius in bello con el Derecho Internacional Humanitario.

			Pero, ¿qué se entiende por conflicto armado? Aquí nos centraremos, comenta el Maestro español, en determinar si en el caso de Colombia nos encontramos o no ante un “conflicto armado” en sentido jurídico internacional, de acuerdo con lo establecido en el Protocolo II. El artículo 1 del Protocolo Adicional II titulado ámbito de aplicación material preceptúa que “el presente protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 Común a  los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 (…) se aplicará a todos los conflictos armados [internos],

			“ (…) que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante [un Estado]”, 

			entre sus “fuerzas armadas y fuerzas disidentes o grupos armados organizados que,

			“bajo la dirección de un mando responsable,

			“ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal ,

			“que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”.

			¿Cómo se argumentaría que estos elementos se reúnen a cabalidad para demostrar que en Colombia existe hace muchas décadas un conflicto armado interno? – sería un estudio que está más allá de la extensión de lo que sería un prólogo- será respuesta que obtendrá el lector leyendo el gran libro de FELIX VACAS FERNÁNDEZ. 

			Por el momento valga recordar y anotar que el mismo Estado mediante la ley 1448 de 10 de junio de 2011, de Víctimas y restitución de tierras reconoce la existencia del conflicto armado interno, así como también la ley 1820 de diciembre 30 de 2016 de amnistía e indulto y las dos reformas constitucionales citadas anteriormente –A.L. 01 y A.L. 02 de 2017-. Además, la Fiscalía de la Corte Penal Internacional en su Informe Preliminar de la Situación de Colombia de noviembre de 2012 se viene refiriendo al conflicto armado interno colombiano, además de la Corte y Comisión Interamericanas de Derechos Humanos, en sus Informes, sentencias y medidas provisionales.  

			En el Capítulo Sexto VACAS FERNÁNDEZ trata de la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos al conflicto armado interno de Colombia. En cuanto al DIH se refiere (los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo Adicional II de 1977) a Colombia le es aplicable el artículo 3 Común a los cuatro Convenios de Ginebra, por ser Estado Parte. 

			Las infracciones graves a las normas imperativas de ius cogens del artículo 3 Común constituirían crímenes internacionales, cuya regulación corresponde al Derecho Penal Internacional cuyo estudio el autor desarrolla en el último capítulo a la luz del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

			No obstante, vale la pena destacar que el DIH también le es aplicable a las FARC. Cita el autor VACAS FERNANDEZ el comunicado de los combatientes alzados en armas (las FARC) dirigido y entregado al C.I.C.R. , el 9 de noviembre de 2012, en el marco de las negociaciones en La Habana, en el que por fin reconocen la aplicación del DIH.

			¿Y en cuanto a la aplicabilidad del Derecho Internacional de los Derechos Humanos al conflicto armado interno? VACAS FERNADEZ afirma que el Derecho Internacional Contemporáneo se caracteriza, entre otros rasgos, por su paulatina humanización, en el sentido de consideras a las personas como verdadero sujeto de Derecho Internacional tanto en el sentido de ser titular de derechos y de obligaciones internacionales, como de reconocerle capacidad de reclamar en el plano internacional por violación de sus derechos. Dicho proceso acaba por consolidarse  a partir de la adopción de la Carta de las Naciones Unidas y tiene su fundamento en la dignidad humana, para cuya protección se irán elaborando dos cuerpos normativos distintos, pero con esa misma raíz común:  Derecho Internacional de los  Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.

			Luego agrega el autor: siendo como es que el D.I.D.H. es de aplicación en todo tiempo y lugar y, por consiguiente, debe ser considerado como Derecho general; mientras que el DIH es únicamente de aplicación en conflictos armados y, en consecuencia, debe ser catalogado como Derecho especial.  

			En el Capítulo Séptimo el maestro español se refiere a la situación actual en el Derecho internacional de las relaciones entre Justicia y Paz y los derechos de las víctimas. VACAS FERNANDEZ su suma a una posición doctrinal mayoritaria, según la cual Justicia y Paz no sólo se sitúan en una posición dialéctica, enfrentada y excluyente por naturaleza, sino que, además al contrario, se complementan, alimentándose y necesitándose mutuamente. Se trata en la doctrina del eslogan tradicional de que “No hay paz sin justicia” expresa la idea de que la justicia penal y el castigo, serían un pre-requisito esencial para lograr la paz4.

			Acerca de Justicia y Paz, el expresidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, DIEGO GARCIA SAYAN, en una entrevista al diario español El País el 29 de abril de 2013, al referirse a los tres elementos que conforman la justicia de transición –verdad, reparación y  justicia, en sentido estricto -, al llegar al tercero se pregunta: “¿La justicia absoluta donde se procese in extremis a todos y a cada uno de los perpetradores? ¿Cuándo son miles de perpetradores y graves los delitos es eso posible?” Y se responde: “Puedes tener justicia en la que se seleccione los caos más graves y eventualmente se pueden establecer penas alternativas, pero hay verdad. En la medida en que haya reparación y verdad, hace más digerible no la falta de justicia, sino una justicia con una selectividad que procese las cosas realistamente, sin pretender que se enjuicie a 25.000 personas, que ninguna sociedad puede hacerlo de forma exitosa. Para continuar diciendo: 

			“En el pasado hubo procesos de paz donde simplemente se volteó la página y no hubo proceso. Es un deber de un Estado democrático resolver los conflictos con todas las herramientas de la democracia, con el concepto de la justicia transicional, que hay que ir modulando en cada caso y que acaba siendo una dinámica que puede no dejar contestos a todos. O tal vez un poco descontento a todos. Porque una justicia in extremis, la sujeción y aplicación irrestricta y generalizada de la norma penal, probablemente satisface cierta aspiración pero puede convertirse en un impedimento para celebrar la paz negociada, salvo que sea la paz de la derrota de unos de los actores, que es otro tipo de situación”.

			Resaltamos de la entrevista del ex-juez de la Corte IDH el derecho que tienen las víctimas a la reparación de los daños causados por las violaciones a sus derechos humanos, además del acceso a la justicia para conocer la verdad. Es uno de los temas que trata el autor español conectado con el siguiente.

			¿Quiénes son víctimas de los crímenes internacionales en Derecho Internacional? Responde el autor con la Resolución de 21 de marzo de 20055 que contiene los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas conocido como el Estatuto Jurídico de las víctimas de crímenes internacionales, y comprende una definición de víctima y en el apartado VII se enumeran los derechos de las víctimas; este es el denominado Estatuto de las víctimas y las correlativas obligaciones del Estado. El derecho de las víctimas a la reparación dice VACAS FERNANDEZ debe ser adecuado, pleno y efectivo, y puede adoptar alguna, varias formas según dicha preceptiva.

			En cuanto al derecho de acceso a la justicia de las víctimas y la obligación internacional del Estado de investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos en relación con crímenes internacionales ocurridos en el marco del conflicto interno, el autor se apoya en el siguiente Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a fín de evitar la impunidad:

			“(S)ubsiste el deber del Estado de investigar en armonía con las normas del DIH y el derecho internacional de los derechos humanos, las graves violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto armado. La renuncia esta obligación, sea a través de la aplicación de leyes de amnistía o cualquier otro tipo de disposición de carácter interno, resulta incompatible con la Convención Americana”6. 

			¿Qué sucede con las leyes de amnistía relativas a crímenes  internacionales centrales –core crimes– que sean contrarias al Derecho Internacional?, responde el profesor VACAS FERNANDEZ citando las decisiones de las siguientes organizaciones y órganos internacionales y como son: Naciones Unidas, tribunales penales internacionales, Tribunal Europeo de  Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

			Se infiere de lo anterior que existe una jurisprudencia constante en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos acerca de la inadmisibilidad de “las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, toda ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”7 y, además, “porque conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la impunidad [e] impiden a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad de los hechos8.

			Merece especial atención el caso de Las Masacres de El Mozote y lugares aledaños contra El Salvador, en el que la Corte IDH, teniendo en cuenta los hechos sucedidos en el marco de un conflicto armado interno y el Derecho Internacional Humanitario, realizó el análisis de compatibilidad de una ley de amnistía general con la CADH, a la luz del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, en especial,  con su articulo 6.59, en el que por primera vez realiza dicho análisis de compatibilidad10.

			Comentando la sentencia de este caso VACAS FERNANDEZ afirma que el artículo 6.5 del Protocolo II “debe interpretarse  de forma sistemática junto al resto de las disposiciones del DIH, porque “esta norma no es absoluta”11, en primer lugar, porque no establece una obligación, sino una petición –“procurarán”- que resulta limitada por la expresión “más amplia posible”; posibilidad que viene limitada, como no puede ser de otra manera, por el propio Derecho Internacional. Así lo constata la Corte al recordar que “también existe en el Derecho Internacional Humanitario” una obligación de los Estados de investigar y juzgar crímenes de guerra”12. Luego la Corte agrega:

			“Por esta razón, ´las personas sospechosas o acusadas de haber cometido crímenes de guerra, o que estén condenadas por ello´ no podrán estar cubiertas por una amnistía. Por consiguiente, puede entenderse que el artículo 6.5 del Protocolo II adicional está referido a amnistías amplias respecto de quienes hayan participado en el conflicto armado no internacional o se encuentren privados de la libertad por razones relacionadas con el conflicto armado, siempre que no se trate de hechos que, como los del presente caso, cabrían en la categoría de crímenes de guerra e, incluso, en la de crímenes de lesa humanidad”13. 

			¿Significa que los Estados Parte en la Convención Americana no podrían dictar leyes de amnistías generales cuando se trate de crímenes de guerra y de crímenes de lesa humanidad? y si lo hacen ¿qué podrían hacer los jueces para resolver casos cuyos hechos sucedieron en el marco de un conflicto armado interno?, un control de convencionalidad  de las leyes14, dice la Corte y consiste en: 

			“Dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones de la ley de amnistía general para la consolidación de la Paz que impiden la investigación y sanción de las graves violaciones a los derechos humanos sucedidas en el presente  caso carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos del presente caso y la identificación, juzgamiento y el castigo de los responsables ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves violaciones a los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana que puedan haber ocurrido durante el conflicto armado en El Salvador”.

			Al respecto, la Corte al referirse a la obligación de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de las violaciones, es clara al afirmar:

			“Esta obligación vincula a todos los poderes y órganos estatales, en su conjunto los cuales se encuentran obligados a ejercer  un ´control de convencionalidad´ ex officio entre las norma internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencia y de las regulaciones procesales correspondientes”15. 

			Todo pareciera indicar que la ley de amnistía e indulto 1820 tendrá que ser sometida a un control de convencionalidad por parte del Tribunal Especial para la Paz, para la resolución de caso (los hechos) a caso (los hechos), sucedidos en el marco del conflicto armado interno, como un gran desafío a la citada jurisprudencia constante interamericana y la que transcribiremos a continuación con la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, de por medio.         

			El Capítulo Octavo trata de las exigencias de la justicia y el reconocimiento, garantía y la protección de todas las víctimas y sus derechos en Colombia a la luz de los Acuerdos de Paz. El autor VACAS FERNANDEZ analiza el marco jurídico interno esencial de la justicia de transición y de los derechos de las víctimas, en la ley 975 de 2005 de justicia y paz, la ley 1448 de 2011 de víctimas y restitución de tierras y el Acto Legislativo 01 de 2012 (primera reforma constitucional) conocido como el Marco Jurídico para la Paz. La exposición de los anteriores temas se hace frente a la jurisprudencia interamericana (citada anteriormente) aplicable a los Acuerdos de Paz y las advertencias de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, con un solo objetivo: poner fin a la impunidad.

			Al respecto, destacamos el control desplegado por la Fiscal de la Corte Penal Internacional, Fatou BENSOUDA, sobre esta reforma constitucional, mediante una carta de fecha 26 de julio de 2013, dirigida al Presidente de la Corte Constitucional colombiana, en el momento en que dicho tribunal estaba deliberando en ejercicio del control de constitucionalidad, con el objeto de advertir lo siguiente: 

			“(…) nuestra interpretación del Estatuto de Roma es que la aplicación de sus disposiciones debe ser consistente con su objetivo principal: terminar con la impunidad de los crímenes más serios. Con ese propósito, el Estatuto, y otros instrumentos internacionales reiteran la obligación de los Estados Miembros no solo de investigar y perseguir sino de castigar a los perpetradores de tales crímenes (los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo). Atendiendo las metas del Estatuto, la suspensión de penas iría en contra de su finalidad y propósito del Estatuto de Roma, debido a que impedirían en la práctica el castigo de quienes han cometido los crímenes más graves.

			En las circunstancias particulares que representa el esquema de justicia transicional que está diseñado para terminar conflictos armados, se exige que el perpetrador cumpla condiciones de desmovilización y desarme, garantice la no repetición de los hechos delictivos, reconozca su responsabilidad penal, participe plenamente en los esfuerzos por establecer la verdad de los delitos más graves. Estas circunstancias sumadas a la prohibición de participar en la vida política, podían justificar la reducción de la pena, siempre que la condena inicial sea proporcional a la gravedad del crímen. Sin embargo, la suspensión total de la pena podría llevar a la concesión del perdón, que está prohibida para crímenes que han adquirido el estatus de derecho imperativo (ius cogens) en derecho internacional”.

			La Fiscal cita y le recuerda a la Corte Constitucional colombiana el Caso Barrios Altos contra el Perú16 y el Caso Heliodoro Portugal contra Panamá17 para que con la sentencia de control de constitucionalidad del Marco Jurídico para la Paz no fuera a propiciar la impunidad al declarar constitucional la suspensión total de la pena18.

			Al respecto, también la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en similares términos le advirtió al Estado colombiano lo siguiente: “(…) el enfoque, diseño y disposiciones del Marco Jurídico para la Paz marcan un cambio conceptual y provocan una serie de inquietudes y preocupaciones en materia de derechos humanos (…) y  (…) la jurisprudencia del sistema interamericano ha identificado como elementos esenciales de los derechos establecidos en los articulos 8 y 25 de la CADH, la investigación y enjuiciamiento de los casos de graves violaciones de derechos humanos y la ausencia de impedimentos fácticos o legales, tales como la expedición de leyes de amnistías”19.

			¿Cómo está concebida la amnistía e indultos? y ¿para cuáles delitos? Recordemos que el Acuerdo Final es claro al establecer: “24. La Constitución permite otorgar amnistías e indultos por el delito de rebelión y otros delitos políticos y conexos”. Efectivamente lo pactado  se implementó en la ley 1820 de 2016, en el artículo 15 al referirse a las amnistías de Iure20. 

			Además, el autor cita el párrafo 148 del Acuerdo Final, que dice: “Hay delitos que no son amnistiables ni indultables de conformidad con los numerales 40 y 41 de este documento. No se permite amnistiar los crímenes de lesa humanidad ni otros crímenes definidos en el Estatuto de Roma”21. Este texto también  se implementó en la ley 1820, en el artículo 2322. Esta normativa es la aplicable a los miembros de las FARC-EP.  ¿Y los agentes del Estado?. El artículo 9 de la ley 1820 se titula Tratamiento penal especial, simétrico, simultáneo, equilibrado y equitativo, y preceptúa: “Los agentes del Estado no recibirán amnistía ni indulto (…), recibirán un tratamiento penal especial, simétrico, simultáneo, equilibrado y equitativo, de conformidad con esta ley”. El Título IV Tratamientos penales especiales diferenciados para agentes del Estado regula la materia en cuatro capítulos. Por su parte en el  Acto Legislativo 01 de abril 4 de 2017 el Capítulo VII se denomina De las normas aplicables a los miembros de la fuerza pública para la terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera23.  

			En esta reforma constitucional (A. L. 1/17) en el artículo 3 expresó lo siguiente: “(…) en el marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por iniciativa del Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria (…) establecer los casos, requisitos y condiciones en los que procedería la suspensión de la ejecución de la pena (…) y autorizar la renuncia condicionada a la persecución judicial penal  de todos los casos no seleccionados (…)”. Es elemental que esta disposición favorecería a las FARC y a la Fuerza Pública. No olvidemos que la amnistía e indulto y la renuncia a la persecución penal tienen sus bases constitucionales en el parágrafo del artículo transitorio 18 del citado A. L. 1/17.

			¿Este plexo normativo es adecuado para la aplicabilidad del artículo 6.5 del Protocolo Adicional II para resolver los casos por hechos sucedidos en el marco del conflicto armado interno? Responde VACAS FERNANDEZ con una visión muy interesante: el Acuerdo Final trata de cuadrar y cerrar el círculo que significa encontrar el equilibrio entre Justicia y Paz, cuya clave de bóveda son el reconocimiento, respeto y garantía del contenido mínimo esencial de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación: de un lado, estableciendo –con fundamento jurídico en la propia exhortación a los Estados Parte contenida en el artículo 6.5 del Protocolo Adicional II a las Convenciones de Ginebra – “una amnistía lo más amplia posible”, incluyendo los delitos políticos y delitos conexos, de la que se excluyen los crímenes internacionales centrales –core crímes-; y, de otro, creando una jurisdicción transitoria especial – la Jurisdicción  Especial para la  Paz, para la efectiva investigación, esclarecimiento y sanción de estos últimos, que incluye, para quienes reconozcan la verdad y su responsabilidad en los mismos, sanciones alternativas restrictivas de las libertades, aunque no de prisión, de menor duración de las ordinarias. En definitiva, el sistema de justicia de transición pretende satisfacer las exigencias derivadas del Derecho internacional vigente conceptuándose a la vez como prospectiva y restaurativa. Al respecto, la penúltima palabra la tendrá la Corte Constitucional y la última la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

			El Capítulo Noveno trata de la Corte Penal Internacional ante el conflicto de Colombia. Este es el tema más preocupante para la justicia transicional que encarna la Jurisdicción Especial para la Paz. 

			Sea lo primero advertir que Colombia es Estado Parte en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional24. Es importante precisar que la Corte tiene competencia sobre los crímenes de genocidio y lesa humanidad tipificados en el Estatuto cometidos en el territorio de Colombia o por sus nacionales desde el 1 de noviembre de 2009, y de acuerdo a la Declaración hecha por el Estado en virtud del articulo 124, la Corte tan solo es competente en relación con los crímenes de guerra cometidos en Colombia, desde el 1 de noviembre de 2009.

			La Fiscalía de la Corte es la que podría iniciar una investigación de conformidad con el artículo 13 del Estatuto, en relación con los crímenes citados. Respecto de Colombia la Fiscalía al 31 de octubre de 2016 ha recibido 181 comunicaciones, 20 no son de su competencia y 94 se están analizando en un Examen Preliminar que la Fiscalía inició en relación con Colombia en junio de 2004; en marzo de 2005 la Fiscalía le comunicó al Gobierno colombiano que tenía información acerca de la comisión de crímenes internacionales de competencia de la Corte. 

			En noviembre de 2012 se produce el Informe de la Fiscalía sobre la Situación de Colombia25, según el cual se examina la comisión de crímenes de lesa humanidad por  actores no estatales, tales como FARC-EP , el ELN y grupos paramilitares: asesinato, traslado forzoso de la población, encarcelación u otra privación grave de la libertad física, tortura, violación y otras formas de violación sexual.

			En relación con crímenes de guerra cometidos por no actores no estatales, tales como FARC-EP y el ELN (no menciona paramilitares) los siguientes: homicidio, ataques dirigidos contra la población civil, ultrajes contra la dignidad personal, toma de rehenes, violación y otras formas de violación sexual, reclutamiento, aislamiento y utilización de niños para participar activamente en las hostilidades. 

			Entre los presuntos crímenes de lesa humanidad cometidos por actores estatales se hallan los “casos de falsos positivos-ejecuciones ilegales de civiles manipuladas por las fuerzas públicas para que parezcan bajas legítimas de guerrilleros o delincuentes ocurridas en combate, operando a veces con paramilitares y civiles; en algunos casos las ejecuciones estuvieron precedidas de detenciones arbitrarias, tortura y otras formas de malos tratos. La información disponible indica que estos ataques fueron dirigidos contra civiles que residían en zonas alejadas (desempleados, indigentes y drogadictos). En algunos casos, parece que los civiles también fueron seleccionados debido a sus actividades políticas, sociales y comunitarias (líderes comunitarios y sociales, indígenas, colaboradores o miembros de la guerrilla, menores, campesinos y discapacitados). Para localizar a sus victimas, los autores recurrían con frecuencia a miembros de la policía o del ejército26. Dicha política tenía, entre otros fines del ejército colombiano, incrementar su tasa de éxito y obtener incentivos económicos. Existe fundamento razonable para creer que los actos descritos fueron cometidos de conformidad con una política adoptada al menos a nivel de ciertas brigadas de las fuerzas armadas27.   

			Por otra parte, la Fiscalía de la CPI, en el mismo Informe noviembre 2012 se expresó que los “homicidios en casos de ´falsos positivos´ podrían constituir crímenes de guerra”28, porque, “en particular, estos crímenes parecen haber sido cometidos a gran escala y de forma sistemática en cumplimiento de una política de Estado o de una organización”29, para lo cual cita un caso en concreto30.   

			El autor incorpora las siguientes estadísticas. Hasta febrero de 2016 los tribunales colombianos habían dictado 817 sentencias condenatorias contra 961 miembros de las fuerzas armadas, por casos de falsos positivos. A julio de 2016, Fiscalía General de la  Nación estaba investigando 2.241 casos de ejecuciones extrajudiciales por parte de las fuerzas armadas, por un total de 4.190 víctimas.

			Finalizando nos apoyamos en el autor que cita lo siguiente como un buen presagio para la Situación de Colombia ante la Fiscalía de la CPI: 

			“(…) parece que posibles casos contra las FARC-EP, ELN y grupos paramilitares no serían admisibles ante la CPI, pues los líderes más importantes de dichos grupos, han sido o están siendo procesados genuinamente por las autoridades nacionales competentes”.

			Ernesto Rey Cantor

			Madrid, martes 11 de julio de 2017
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			Presentación
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			Terminé El Derecho Internacional ante el conflicto de Colombia, monografía publicada en los primeros meses de 2015 por la editorial española Tirant lo Blanch, en mayo de 2014, cuando el conflicto armado colombiano continuaba al mismo tiempo que se desarrollaban las negociaciones de La Habana. Como explicaba en sus Palabras Previas: “Se ha tratado de una larga y muy laboriosa investigación que, cuanto más profundizaba, más aparecía ante mí como compleja y llena de aristas; en torno, por lo demás, a un conflicto todavía vivo y en evolución muy fluida. Baste señalar que cuando empecé nadie podía pensar que, apenas un año después, el gobierno del presidente Santos iniciaría un nuevo proceso negociador con las FARC en busca de una paz que, como todos los que amamos ese país sudamericano, esperamos que llegue por fin en esta ocasión”31.

			Pues bien, dos años después, el proceso de La Habana culminó con la adopción del Acuerdo Final entre el Gobierno de Colombia y las FARC-EP, lo que ha supuesto el principio del fin del conflicto armado en Colombia –queda el acuerdo con el ELN, cuyo proceso negociador ya ha comenzado y es de esperar que llegue a buen puerto en breve, siguiendo la estela abierta por el acuerdo con las FARC-, dando paso a una nueva fase, no menos compleja y fluida: la de la implementación de lo acordado y la construcción de la paz.

			Como reflexionaba en mi libro anterior, “por más que terrible y duro, el conflicto de Colombia posee un inusitado interés científico; en el que, más allá de los lugares comunes políticamente correctos, subyacen gran cantidad de cuestiones difíciles jurídicamente, e incómodas políticamente, que hacen de su estudio y análisis un reto para el investigador, pero también para el ciudadano, que, parafraseando a Kant, el filósofo de Konisberg, es aquél que se atreve a pensar –sapere audere-, sin admitir como ciertos de antemano tópicos que, por muy repetidos que sean, suelen reflejar posicionamientos políticos y no análisis jurídicos rigurosos”32. Más todavía en esta nueva fase en la que la relevancia del apoyo exterior al proceso negociador y a su implementación, de un lado, y el interés que tanto el contenido del Acuerdo Final –sin duda el más complejo, completo y progresivo de los concluidos hasta la fecha en el mundo- como su implementación real tienen para el Derecho y las Relaciones Internacionales, de otro, confirmando mi apuesta por analizar el conflicto, su terminación y la subsiguiente construcción de la paz esencialmente desde la perspectiva internacional. 

			Junto a ello, la buena acogida del libro anterior, especialmente en determinados ámbitos académicos de Colombia, me ha empujado a publicar este nuevo estudio que, sobre la base del anterior, incorpora y analiza lo mucho y decisivo que ha acaecido en los tres últimos años; en especial, el Acuerdo Final así como los primeros pasos en su implementación, desde una óptica de análisis que sigue siendo propiamente internacional: desde el Derecho y las Relaciones Internacionales.	

			Quiero expresar mi agradecimiento a Ernesto Rey Cantor, en primer lugar, por su saber y sus consejos, que han enriquecido el trabajo grandemente; y también por su insistencia en la necesidad de actualizar y publicar mi estudio en Colombia para que alcanzase una mayor difusión y, en fin, por ayudar a que fuera posible. Agradecimiento que, como siempre, quiero extender a los catedráticos Cherif Bassiouni, quien me enseñó todo lo que sé sobre Paz, Justicia y derechos de las víctimas; Cástor Díaz Barrado y Carlos Fernández Liesa, que tras tantos años siguen apoyándome, y a José Manuel Rodríguez Uribes, cuya amistad y apoyo constantes no puedo dejar de recordar. Agradecimiento que extiendo a Matilde, mi pareja, por su comprensión y por el respaldo que siempre me aporta, y a mis hijas, Malena y Miranda, quienes, desde su corta edad, ya entienden, y sobre todo soportan pacientemente, que su padre les robe tiempo para otros menesteres. 

			Aranjuez, 1 de abril de 2017

			“El derecho de los hombres debe 

			mantenerse como casa sagrada, 

			por grandes que sean los 

			sacrificios del poder dominante. 

			En este asunto no se puede partir en dos 

			e inventarse la cosa intermedia 

			(entre derecho y utilidad) de un derecho 

			condicionado por la práctica; 

			toda política debe doblar su rodilla ante el derecho, 

			si bien cabe esperar que se llegará a un nivel, 

			aunque lentamente, 

			en que la política brillará con firmeza”33.
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			Introducción
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			Los más de 50 años de conflicto en Colombia lo convierten, de lejos, en uno de los más largos de la historia contemporánea. A pesar de los múltiples intentos de solución negociada, y de la continua pretensión de las partes por obtener la victoria militar en el mismo, ni la vía política ni la bélica lograron alcanzar su objetivo durante más de medio siglo. Las consecuencias han sido terribles, desde luego desde el punto de vista del sufrimiento humano de los millones de víctimas –muertos, desaparecidos, desplazados, heridos, secuestrados …; en fin, víctimas de las más graves violaciones de derechos humanos-; pero también para el Estado mismo, pues su construcción, presente y hacia el futuro, siempre ha tenido que arrostrar el peso ingente del conflicto armado y sus múltiples consecuencias. 

			También es consecuencia de la extensión temporal del conflicto su enorme complejidad, tanto desde la perspectiva de sus actores, múltiples, cambiantes, que se han ido adaptando con el paso del tiempo a las nuevas circunstancias que iban surgiendo; como de las causas, ya de por sí profundas y complejas en su origen, pero que han ido sumando nuevos factores explicativos a la vez que los originarios se iban convirtiendo en más y más complejos y difíciles de abordar. Como señala Gonzalo SÁNCHEZ: “Desentrañar las lógicas de la violencia contra la población civil es desentrañar también lógicas más amplias de la guerra: el control de territorios y el despojo de tierras, el dominio político electoral de una zona, la apropiación de recursos legales o ilegales. La victimización de las comunidades ha sido un objetivo en sí mismo, pero también ha sido parte de designios criminales más amplios de los actores de la guerra”34.

			Y, sin embargo, a partir de 2012 una vez más Colombia volvió a poner en pie una nueva oportunidad para terminar el conflicto armado y, con ello, para que el país entero, conjuntamente, pudiera trabajar en la construcción de la paz. En efecto, el 26 de agosto de 2012 el Gobierno de Colombia y las FARC adoptaban en La Habana el Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera (en adelante, Acuerdo General), que marcaba el contenido, objetivos y fases del proceso de negociación política entre el Gobierno del presidente Santos y este grupo guerrillero; proceso que culminó justo 4 años después, cuando, el 24 de agosto de 2016, ambas partes anunciaron el Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera (en adelante, Acuerdo Final), formal y solemnemente firmado en Cartagena de Indias el 26 de septiembre de ese año, ante una amplísima delegación internacional.

			Ese día quedará en la historia de Colombia, de América Latina y del mundo como la del triunfo de la paz acordada y en sentido positivo –con justicia, la única paz sostenible-. Y, a pesar de ciertas vicisitudes políticas relativas a su ratificación, que en su momento parecieron poner en cuestión todo el proceso, pero que no eran sino una muestra más de la resistencia –importante, sin duda- que el proceso de construcción de la paz en Colombia va a tener que enfrentar, el Acuerdo35 fue finalmente refrendado por el Parlamento colombiano, Senado y Cámara de Representantes, los días 29 y 30 de noviembre, lo que prácticamente marca el final del conflicto armado y el inicio del proceso de construcción de la paz. A la espera tan sólo del acuerdo con el ELN, que ya se está negociando y probablemente será adoptado en breve, toda vez que el Acuerdo de diálogos para la paz de Colombia entre el Gobierno Nacional y el Ejército de Liberación Nacional fue adoptado en Caracas el 30 de marzo de 201636 y el 7 de marzo de 2017 se ha abierto, por fin, la mesa formal de negociación en Quito.

			Alcanzarlo no fue sencillo, y lo será menos todavía su implementación posterior. El conflicto ha sido demasiado largo, el odio generado demasiado intenso, el dolor causado demasiado profundo. También los intereses, económicos y políticos, construidos a lo largo del conflicto, en especial durante las últimas décadas, a nivel nacional pero sobre todo en los ámbitos regional y local, son fuertes y se elevan como formidables obstáculos para la paz. De ahí que también aquí, como en todo conflicto, más aún si se ha prolongado en el tiempo, los enemigos de la paz sean, por más que minoría, diversos y, sobre todo, poderosos: para algunos la defensa de sus intereses particulares, previamente existentes o, en muchos casos, generados –ya lícita o ilícitamente- a lo largo del conflicto y debido a él, prevalecen frente al interés general de la paz; sobre todo si el precio a pagar es un conflicto de baja intensidad, controlado y limitado a los márgenes –sociales, económicos, geográficos- del Estado.

			Pero frente a tales dificultades y obstáculos, la paz verdadera, que sólo es la sostenible y con justicia para todos, se erige como el objetivo a alcanzar por la inmensa mayoría de los ciudadanos, que, por ello, deben acabar imponiéndose a las “fuerzas oscuras”37, siempre minoritarias, siempre defensoras de intereses que suelen disfrazar de generales, pero que no son sino particulares, a menudo inconfesables: por injustos, por ilícitos. Esperemos, por el bien de Colombia, que, tras tantas oportunidades perdidas y esperanzas truncadas, esta vez sea la vencida: la ocasión en la que Colombia venza, por fin, a la guerra construyendo la paz, en sentido positivo; que no supone la mera cesación de la violencia, sino que va mucho más allá. Como he escrito en otro lugar, “ya no sirven las definiciones tradicionales de paz como mera ausencia de guerra, ni de seguridad como únicamente nacional o estatal. Y, si bien es verdad que la ampliación de estos conceptos se inició con la creación misma de Naciones Unidas, como veremos inmediatamente, no es menos cierto que su asentamiento y aceptación definitivas coinciden con las últimas dos décadas”38.

				En efecto, como sabemos, la Carta de Naciones Unidas, en su artículo 1.1, establece como propósito de la Organización “mantener la paz y la seguridad internacionales”. Nos encontramos ante “le but des buts” de la Organización, como destaca BEDJAOUI39. Como consecuencia de ello, todos los demás Propósitos, recogidos a continuación en el mismo artículo 1, vienen a complementarlo y a estar unidos a él a través de una evidente relación instrumental. De este modo, el concepto de Paz adoptado por la Carta no es el de una “paz negativa”, que significaría únicamente ausencia de guerra; sino el de “paz positiva”, en el que se incluye no sólo esa ausencia de guerra, sino también el conjunto de condiciones que puedan hacer posible que la Sociedad internacional viva en paz. 

			En este sentido RÖLING trazará un interesante paralelismo entre paz negativa y positiva con violencia personal y estructural: “Some peace researchers prefer to speak of the causes of violence. They make a distinction between personal violence (shooting, wounding, burning, etc.) and structural violence (the harm done to people by laws, social customs and the structure of society). (…). Opinions about the concept of peace also differ. Some consider peace –in the traditional sense- as the absence of war. Besides this meagre ‘negative peace’, a positive concept of peace exists: peace as the situation of justice for all, ‘real peace’. A negative definition is possible: positive peace is the absence of structural violence”40. 

			No nos resistimos a reproducir en este punto un bellísimo pasaje escrito por Mark TWAIN en su obra A Connecticut Yankee in the King Arthur’s Court, en el que se refiere con maestría a la distinción entre ambos tipos de violencia: “There were two Reigns of Terror, if we should but remember it and consider it. The one wrought murder in hot passion, the other in heartless cold blood; the one lasted mere months, the other had lasted a thousand years, the one inflicted death upon ten thousand persons, the other upon a hundred millions; but our shudders are all for the ‘horrors’ of the minor terror, the momentary terror so to speak, whereas, what is the horror of swift death by the axe compared with lifelong death from hunger, cold, insult, cruelty and heartbreak?”41.

			Y aunque los redactores de la Carta se centraron en 1945, recién finalizada la Segunda Guerra Mundial, en crear una organización internacional con vocación de universalidad con el objetivo de “preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra”42, también fueron conscientes, desde el primer momento, de que la paz verdadera no es la mera ausencia de guerra. Sin duda, la violencia estructural –la más terrible, como magistralmente demuestra TWAIN-, cuya ausencia es la que define en toda su extensión a la paz en sentido positivo, va a ser el objetivo a batir desde el momento mismo de la redacción de la Carta. Precisamente, el carácter instrumental y complementario de los demás Propósitos establecidos en el artículo 1 de la Carta es el que nos indica que el “mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales” significa algo más que ausencia de guerra. Como afirma Boutros Ghali en su informe Un programa de paz:

			“Las fuentes de los conflictos y las guerras son hondas y multifacéticas. Para llegar a ellas deberemos hacer todo lo que esté a nuestro alcance por consolidar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales, promover un desarrollo económico y social sostenible a fin de alcanzar una prosperidad más generalizada, mitigar los sufrimientos y poner coto a la existencia y utilización de las armas de destrucción de masas”43.

			Y ello tanto más cuanto a la palabra “paz” se le une, como sabemos, la palabra “seguridad”44. Como muy acertadamente describe ROJAS ARAVENA BENÍTEZ: “El miedo nos quita la libertad. Sin libertad se pierde la dignidad y la justicia. Con ellos se pierden los derechos. La Seguridad Humana presupone el derecho a tener derechos. La mejor forma de asegurar que todas las personas puedan tener y ejercer sus derechos son los sistemas democráticos, en especial aquellos que tienen capacidades de gobernabilidad y de ejercer un buen gobierno”45. 

			De este modo vemos como los nuevos conceptos de paz y seguridad se reconcilian e igualan en un mismo nivel conceptual mucho más amplio y complejo, acorde con la nueva realidad global también extraordinariamente compleja. Así, la Comisión de Seguridad Humana la define del siguiente modo: “to protect the vital core of all human lives in ways that enhance human freedoms and human fulfilment. Human security means protecting fundamental freedoms— freedoms that are the essence of life46. It means protecting people from critical (severe) and pervasive (widespread) threats and situations. It means using processes that build on people’s strengths and aspirations. It means creating political, social, environmental, economic, military and cultural systems that together give people the building blocks of survival, livelihood and dignity”47. 

			En consecuencia, nociones de paz –en sentido positivo- y seguridad –humana-, poco a poco han ido siendo aceptadas de forma general por la Comunidad Internacional, tal y como constataba el Secretario General en 2001: “Cada vez cuentan con mayor reconocimiento el principio de la seguridad centrada en el ser humano y la necesidad de proteger a los individuos y las comunidades de la violencia”48. Y se encuentran en la base de la importante evolución experimentada en este ámbito en las últimas décadas al mostrar la inextricable relación entre desarrollo, paz y seguridad, con las consecuencias que ello tiene para la prevención de los conflictos, la construcción de la paz y el desarrollo. De hecho, el trabajo del Secretario General en este terreno no ha hecho sino acrecentarse en los últimos años, hasta el punto de afirmar ANNAN lo siguiente: “Desde que tomé posesión de mi cargo, he puesto en marcha varias iniciativas para fomentar la adopción de una cultura de prevención de conflictos en la labor cotidiana de la Secretaría, así como en todo el sistema de las Naciones Unidas, sobre la base de que el desarrollo sostenible y la prevención de los conflictos a largo plazo son objetivos que se refuerzan mutuamente”49.

			Con este reconocimiento, en efecto, se pusieron, por fin, las bases de una nueva aproximación a la construcción de la paz desde la prevención de conflictos y la consolidación de la paz en la que el desarrollo sostenible pasó poco a poco a tomar protagonismo para acabar ocupando un lugar central. Así, es interesante ver el tímido, aunque existente, reconocimiento que, más bien implícitamente, contiene la Declaración del Milenio, de 2000: 

			“1. Nosotros, Jefes de Estado y de Gobierno, nos hemos reunido (…) para reafirmar nuestra fe en la Organización y su Carta como cimientos indispensables de un mundo más pacífico, más próspero y más justo.

			(…)

			4. Estamos decididos a establecer una paz justa y duradera en todo el mundo (…).

			32. Reafirmamos solemnemente, en este momento histórico, que las Naciones Unidas son el hogar común e indispensable de toda la familia humana, mediante el cual trataremos de hacer realidad nuestras aspiraciones universales de paz, cooperación y desarrollo”50.

			Tímido reconocimiento que no permitiría todavía incluir la paz y la seguridad dentro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM); pero que acabará siendo central ya en 2005, como se ve en el propio título del informe del Secretario General Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos:

			“(…) debemos tratar de ‘perfeccionar el triángulo del desarrollo, la libertad y la paz’. (…) el desarrollo, la seguridad y los derechos humanos van de la mano. (…). El desarrollo, la seguridad y los derechos humanos no sólo son indispensables sino que también se fortalecen recíprocamente. 

			(…). 

			Así pues, no tendremos desarrollo sin seguridad, no tendremos seguridad sin desarrollo y no tendremos ni seguridad ni desarrollo si no se respetan los derechos humanos. Si no se promueven todas esas causas, ninguna de ellas podrá triunfar. En este nuevo milenio, la labor de las Naciones Unidas debe poner al mundo más cerca del día en que todas las personas sean libres para elegir el tipo de vida que quieren vivir, puedan acceder a los recursos que harán que esas opciones tengan sentido y tengan la seguridad que les permita disfrutarlas en paz”51. 

			Una paz, en definitiva, que sólo puede denominarse tal si es sostenible y que sólo lo será si es inclusiva, se construye con justicia y va de la mano de la seguridad humana y el desarrollo sostenible. Como se afirma en la Introducción del Acuerdo Final: 

			“Luego de un enfrentamiento de más de medio siglo de duración, el Gobierno Nacional y las FARC-EP hemos acordado poner fin de manera definitiva al conflicto armado interno. 

			La terminación de la confrontación armada significará, en primer lugar, el fin del enorme sufrimiento que ha causado el conflicto (…). No queremos que haya una víctima más en Colombia. 

			En segundo lugar, el fin del conflicto supondrá la apertura de un nuevo capítulo de nuestra historia. Se trata de dar inicio a una fase de transición que contribuya a una mayor integración de nuestros territorios, una mayor inclusión social -en especial de quienes han vivido al margen del desarrollo y han padecido el conflicto- y a fortalecer nuestra democracia para que se despliegue en todo el territorio nacional y asegure que los conflictos sociales se tramiten por las vías institucionales, con plenas garantías para quienes participen en política. 

			Se trata de construir una paz estable y duradera, con la participación de todos los colombianos y colombianas. Con ese propósito, el de poner fin de una vez y para siempre a los ciclos históricos de violencia y sentar las bases de la paz, acordamos los puntos de la Agenda del Acuerdo General de agosto de 2012, que desarrolla el presente Acuerdo”52.

			Para ello Colombia no se encuentra sola en su camino hacia la paz, sino que está acompañada, esta vez sí en sentido positivo, por la Comunidad Internacional y por los diferentes Estados, vecinos y más o menos alejados geográficamente, que han venido jugando un papel relevante –y no siempre en positivo, en búsqueda de la paz- a lo largo del conflicto. Y es que el conflicto colombiano, siendo esencialmente interno, ni ha podido quedar al margen de la influencia internacional, ni se ha desarrollado de forma aislada sin afectar al exterior. Esta es la razón de que debamos hablar, en puridad, de un conflicto interno-internacionalizado y de que la perspectiva internacional deba estar siempre muy presente tanto en el análisis de sus causas, desarrollo y efectos, como en relación con los intentos de alcanzar la paz, tanto en la fase de las negociaciones como en la de su implementación práctica posterior. Influencia desde y afectación hacia el exterior que no sólo conllevan consideraciones de naturaleza política, que por supuesto –no cabe entender del todo el conflicto colombiano sin el contexto de Guerra Fría en el que se inició y desarrolló, ni tampoco se puede pretender que no haya influido en el contenido de las relaciones de Colombia con terceros Estados-; sino también de naturaleza jurídica internacional. 

			En efecto, las Relaciones Internacionales y el Derecho Internacional tienen mucho que decir en relación al conflicto de Colombia, a sus causas, a su evolución y desarrollo, a sus consecuencias. Pero también a la reglamentación del mismo: tanto durante su desarrollo como en su terminación. Es esta última perspectiva, la puramente internacional, la que vamos a adoptar en el presente trabajo. Es verdad que son numerosos los estudios que han venido realizándose a lo largo de los años que de manera más o menos específica trataban de aplicar el Derecho Internacional a diversos aspectos del conflicto colombiano. Sin embargo, no son muchos aquellos que han tratado de afrontar de manera general el conflicto colombiano desde la perspectiva internacional.

			Y, sin embargo, son numerosas y de gran interés las cuestiones que se plantean en el mismo para un iusinternacionalista. Y que van desde las más clásicas de la aplicación del derecho de los conflictos armados a un conflicto interno a las más actuales de la competencia de la jurisdicción penal internacional, los derechos de las víctimas o las relaciones siempre difíciles y complejas entre Justicia y Paz; pasando, claro está, por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho del Medio Ambiente o el mantenimiento y consolidación de la paz.

			Por ello en lo que sigue, vamos a realizar una aproximación al conflicto de Colombia desde la perspectiva internacional. Para lo cual, en primer lugar, debemos enmarcar el objeto de estudio, dedicando la Primera Parte a realizar una aproximación al conflicto de Colombia en sí mismo considerado, desde sus inicios hasta los últimos procesos exitosos de paz, que están suponiendo su final. Así, desde una forzosa aproximación interna, sin minimizar los aspectos internacionales, contextualizaremos el conflicto desde su propia evolución histórica, desde los factores genéricos esenciales que lo explican –Capítulo Primero-, desde la evolución más reciente de los actores que de manera principal lo han protagonizado –Capítulo Segundo- y, en fin, desde los procesos de paz que han supuesto su terminación –Capítulo Tercero-. 

			Ello nos permitirá centrarnos y profundizar durante el resto del trabajo en la aplicación del Derecho Internacional a dicho conflicto y a sus actores, objetivo central del estudio. Para ello, la Segunda Parte la dedicaremos a la aplicación del Derecho de los Conflictos Armados en sentido amplio al caso que nos ocupa: esto es, tanto en lo que al ius ad bellum o la legalidad del uso de la fuerza se refiere –Capítulo Quinto-; como al ius in bello o Derecho de los Conflictos Armados en sentido estricto o Derecho Internacional Humanitario respecta –Capítulo Sexto-; no sin antes abordar la esencial, y controvertida políticamente, cuestión aquí de la naturaleza y calificación jurídica misma del conflicto y las consecuencias que ello tiene desde la perspectiva del apoyo operacional internacional a la paz –Capítulo Cuarto-. 

			Finalmente, la Tercera Parte se centrará en aquello que el Derecho Internacional tiene que decir respecto a las consecuencias del conflicto, en especial para las personas, y a la salida al mismo en su transición hacia una situación de verdadera paz. En este sentido, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y, dentro de ello, los derechos de las víctimas de crímenes internacionales, la justicia de transición –Capítulo Séptimo- y, muy especialmente, la lucha contra la impunidad, tanto en relación con la adecuación de los distintos acuerdos de paz a las exigencias en la materia establecidas por el Derecho Internacional –Capítulo Octavo-, como también a nivel internacional, con el posible papel que está jugando ya y pueda acabar desempeñando la Corte Penal Internacional –Capítulo Noveno- y, en fin, lo que subyace a todo ello que no es otra cosa que las relaciones entre Justicia y Paz, serán objeto de especial consideración.

			Con todo ello, trataremos de determinar cuál es el marco jurídico internacional que es de aplicación al conflicto de Colombia a lo largo de su desarrollo, durante la fase de transición hacia la paz y, en fin, durante el periodo de consolidación y/o construcción de la paz que se está abriendo en el país. Marco jurídico que necesariamente implica límites a la actuación de las partes y que, por ello, determinando su legalidad o ilegalidad: de un lado, legitiman o deslegitiman a quienes actúan conforme o contra el Derecho, y, de otro, condicionan en positivo las posibles salidas negociadas del conflicto, conduciéndolas dentro de los, no tan estrechos como pudiera parecer, carriles que marca el Derecho para llegar a la paz real, que sólo lo será si es sostenible y justa. 
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			No resulta sencillo tratar de resumir en unas cuantas páginas un conflicto tan complejo como el de Colombia, que se ha desarrollado de forma muy fluida, con una intensidad muy variable, actores heterogéneos, internos y externos, y causas plurales y de muy diferente naturaleza, durante casi 60 años. La propia extensión y complejidad del Acuerdo Final con las FARC –más de 300 páginas, 6 acuerdos sectoriales y numerosos anexos y protocolos- es buena muestra de ello. En palabras de la coordinadora del Informe General del Grupo de Memoria Histórica,  Martha NUBIA BELLO: “Se trata de una guerra difícil de explicar no solo por su carácter prolongado y por los diversos motivos y razones que la asisten, sino por la participación cambiante de múltiples actores legales e ilegales, por su extensión geográfica y por las particularidades que asume en cada región del campo y en las ciudades, así como por su imbricación con las otras violencias que azotan al país”53. Y, sin embargo, resulta necesario hacerlo puesto que sólo a partir del conocimiento de la realidad del conflicto interno y de las influencias externas en el mismo podremos adentrarnos en los temas específicos que conforman el objeto central de nuestro estudio.

			De ahí que en lo que sigue abordaremos el conflicto –su desarrollo y evolución, sus actores principales y factores explicativos- y los procesos de paz que están conduciendo a su final, no como un fin en sí mismo, pues, como hemos indicado ya, el objeto del estudio no es el conflicto como tal; sino como una presentación previa que lo contextualice y destaque los elementos del mismo que va a ser necesario tener en cuenta para el análisis posterior. Para ello la aproximación histórica es probablemente la más adecuada dada las características del mismo y, en especial, su larga duración y consiguiente variabilidad. Por ello en el Capítulo Primero se expondrán los hechos más relevantes para explicar histórica y causalmente el conflicto; centrándonos en el Capítulo Segundo en analizar las diferentes partes en el mismo a partir de ese pasado pero en su evolución desde el cambio de siglo y hasta hoy: tres lustros y dos presidencias de doble mandato que resultan decisivos para entender la fase final del conflicto hasta su terminación acordada a partir del desarrollo de sendos procesos de paz exitosos, como veremos en el Capítulo Tercero.
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			Desde luego, tratar de contextualizar históricamente un conflicto tan largo, complejo y de intensidad tan variable como el de Colombia no es, en absoluto, sencillo. Sin embargo, con el objetivo de servir como imprescindible marco de referencia del análisis posterior, sí creo que metodológicamente resulta a la vez necesario y suficiente hacerlo a través de la descripción de las diversas etapas en las que se ha dividido el actual ciclo largo de violencia política en Colombia; eso sí, pretendiendo hacerlo de la forma más sucinta posible –pues no es propiamente éste el objeto de estudio- pero a la vez suficientemente para cumplir su función contextualizadora.

			De otro lado, no es exacto dividir en etapas o fases un devenir histórico, por definición continuo y único; puesto que en la historia los eventos se suceden de forma fluida, sin rupturas, saltos o divisiones rotundas, influyendo unos en otros, y, además, no siempre se encuentra con claridad el momento específico que marca el final de un ciclo y el inicio de uno nuevo. Tampoco se pretende que lo sea. Sin embargo, sí resulta útil metodológicamente, pues ayuda a estructurar, sistematizar y, con ello, explicar dicho devenir.  Siempre que, eso sí, se haga de manera razonada y lógica, sin abusar de las divisiones –en etapas y sub-etapas que, claro, podrían alargarse hasta el infinito, lo que eliminaría su sentido funcional indicado-. En definitiva, la división adoptada se realiza siendo consciente de que, como cualquier otra, es artificial y, en ese sentido, subjetiva, propia del autor que la propone; y con el fin de ayudar a aclarar su interpretación, destacando los momentos más relevantes para la explicación del conflicto en sí, pero también para facilitar la comprensión de los análisis que se realizarán posteriormente desde una óptica esencialmente iusinternacionalista.

			1.	Evolución histórica del conflicto de Colombia

			Existe un consenso doctrinal amplio al situar en el periodo conocido como La Violencia (1948-1957) el momento inicial –origen o antecedente inmediato, dependiendo de los autores54- del conflicto de Colombia, que en ese momento todavía miraba al pasado, a la lógica de conflictos internos decimonónicos sudamericanos. A partir de ese punto de partida, he optado, por las razones ya indicadas, por establecer el menor número de etapas o divisiones históricas posibles, y siempre con el fin de ayudar a entender lo esencial, al menos desde el enfoque de análisis de la obra, que es el internacional. 

			Sobre esta base, y siendo consciente de las, razonables y seguramente acertadas, críticas que se puedan hacer, el segundo periodo viene marcado internamente por la alternancia en el poder de los partidos tradicionales, liberal y conservador, fruto de los acuerdos tácitos alcanzados para poner fin a La Violencia por las élites colombianas a partir de 1958; mientras que desde la perspectiva internacional supondrá la adaptación del conflicto al mundo bipolar propio de la Guerra Fría. Periodo que se extenderá hasta la adopción de los Acuerdos de La Uribe en 1984; los cuales abrirán una nueva etapa, caracterizada inicialmente por la esperanza de superar el conflicto por la vía de la participación política de los excluidos del juego de reparto del poder a través del turnismo establecido por el Frente Nacional, y que se materializaría con la creación y entrada en política de la Unión Patriótica. Etapa que pronto se sumergirá en la desesperanza ante el fracaso de esa tentativa y por la continuación, profundización y generalización de un conflicto que, adentrándose ya en el mundo globalizado de la post-Guerra Fría, se verá agravado por la incidencia de nuevos factores, en especial el narcotráfico, y que se extenderá hasta el final de la presidencia Pastrana en los inicios del siglo XXI. 

			1.1.	La Violencia, etapa precursora del conflicto (1948-1957)

			Como es bien sabido, la violencia, en sentido amplio, y el conflicto armado entre grupos que han usado la violencia en lugar de la confrontación política pacífica como instrumento para alcanzar el poder, ha sido una constante a lo largo de la historia de Colombia como Estado independiente55. Sin embargo, el inicio del presente ciclo largo de violencia política que llega hasta la actualidad, y que podemos situarlo en 1948 –momento en el que se abre una década en extremo violenta que enfrentó a conservadores, en el poder tras el denominado bogotazo, y liberales-, funcionó como nexo entre dos etapas históricas en el país: apéndice de las violencias del pasado y preámbulo de las nuevas 

			De este modo, a esta etapa se la podría catalogar, efectivamente, como el último de los sucesivos ciclos de violencia que, desde el acceso a la independencia del país, enfrentó a conservadores y liberales. En palabras de Gabriel GARCÍA MÁRQUEZ, referidas a ese año clave en la historia de Colombia de 1948, “tomamos conciencia de que el país empezaba a desbarrancarse en el precipicio de la misma guerra civil que nos quedó desde la independencia de España, y alcanzaba ya a los bisnietos de los protagonistas originales. El Partido Conservador, que había recuperado la presidencia por la división liberal después de cuatro periodos consecutivos, estaba decidido por cualquier medio a no perderla de nuevo. Para lograrlo, el gobierno de Ospina Pérez adelantaba una política de tierra arrasada que ensangrentó el país hasta la vida cotidiana dentro de los hogares”56.

			Pero, además de marcar el final de ese tipo de enfrentamiento decimonónico –común a varios Estados latinoamericanos en su proceso de construcción del Estado y de control del poder tras el acceso a la independencia; pero que en Colombia se extendería hasta mediados del siglo XX57-, sobre todo, pone las bases de lo que será un nuevo tipo de conflicto, propio de la segunda mitad del siglo XX, que abrirá un nuevo ciclo de violencia tanto en Colombia como en el resto de América Latina58. Nuevo ciclo que, a diferencia del anterior –que podemos calificar como regional, propio de los nuevos Estados sudamericanos-, se enmarca en el enfrentamiento ideológico a nivel mundial entre liberalismo y comunismo propio de la Guerra Fría; lo que en cierto sentido supondrá la incorporación de los nuevos Estados del continente americano al río común de la historia del mundo.

			En efecto, como termina GARCÍA MÁRQUEZ el magnífico relato, con su prosa inigualable, de lo por él vivido en Bogotá el día en que asesinaron a Gaitán: “En situación tan rara y a pleno sol, creo haber tomado conciencia de que aquel 9 de abril de 1948 había empezado en Colombia el siglo XX”59. Jorge Eliécer Gaitán era el líder liberal, y en general, el político de lejos más popular y carismático de Colombia en la época; temido y odiado tanto por el Partido Conservador como por las élites políticas, económicas y sociales del Partido Liberal, se convirtió en el abanderado de una nueva lucha, más contemporánea –superadora del secular enfrentamiento entre conservadores y liberales-, entre poderosos y excluidos, entre explotadores y explotados. Como explica GARCÍA MÁRQUEZ, Gaitán tenía “un programa de restauración moral de la República que rebasó la división histórica del país entre liberales y conservadores, y la profundizó con un corte horizontal y más realista entre explotadores y explotados: el país político y el país nacional. Con su grito histórico –‘¡A la carga!’- y su energía sobrenatural, esparció la semilla de la resistencia aun en los últimos rincones con una gigantesca campaña de agitación que fue ganando terreno en menos de un año, hasta llegar a las vísperas de una auténtica revolución social”60. Revolución social que la resistencia furibunda de quienes ostentaban el poder –político del Estado, pero también económico y social- y el uso de la violencia, con el asesinato del propio Gaitán61, impidieron que fuera pacífica para tornarse inevitablemente violenta: primero, con el conocido como el Bogotazo, la reacción furibunda, incontrolada y espontánea de todo un pueblo al que habían arrebatado a su líder y esperanza62; después, una vez aplastada a sangre y fuego la rebelión en la capital, con el inicio de la lucha armada en el interior del país, tan terrible y cruel que se conocerá, sin otro añadido, como La Violencia63.

			En efecto, en apenas una década murieron cientos de miles de personas, probablemente nunca se sabrá el número exacto, como consecuencia de la violencia política que se extendió a lo largo y ancho del país y que podemos caracterizar, con GIRALDO FORERO, como de “exclusión, represión y guerra fratricida”64. Exclusión del poder del Partido Liberal, que se inicia en 1948 con la expulsión del Gobierno de los seis ministros liberales que lo conformaban y que se confirmó, al año siguiente, con la disolución del Parlamento, largamente dominado por los liberales, por parte del presidente conservador Mario Ospina. Exclusión del poder que se quiso extender a la vida social misma65. 

			Represión que acompañó a la política de exclusión de los liberales del poder a través de la utilización, marginal, del ejército y, sobre todo, de la policía. Todo ello dio lugar a la reacción de los sectores excluidos y reprimidos, de un lado, a través de la comisión de actos violentos, más o menos espontáneos y desorganizados dirigidos contra instituciones y funcionarios del Estado; de otro, constituyendo los primeros grupos en armas que recibieron el nombre de “autodefensas o guerrillas liberales”. Violencias que conforman la denominada guerra fratricida que, sin embargo, nunca fue organizada ni dio lugar a verdaderos enfrentamientos bélicos. Como explica PEARCE: “Direct confrontation was rare; Liberal guerrillas carried out an act of sabotage and revenge was exacted on any Liberal household (…). Criminality and senseless violence intermixed with political and social violence. The barbarism unleashed was multifaceted and defies easy explanation”66. Ello hace que, a pesar del elevado número de víctimas que dio lugar el uso de una violencia cruel y desmedida que caracterizó este periodo, quepa dudar de la existencia de un verdadero conflicto armado67.

			Pero, sea como fuere, La Violencia sí reunió algunos de los factores y contribuyó a poner las bases de lo que vendría después: la ausencia de control por parte del Estado –la ausencia de Estado mismo- en buena parte del país, la inseguridad que esto generaba o la organización de grupos armados locales que venían a ocupar ese vacío y que usaban la violencia por motivos políticos –ya se denominaran autodefensas o guerrillas-. Así, a la altura de 1950 existían más de 13 grupos guerrilleros liberales que, si bien no recibieron el apoyo oficial del Partido Liberal, sí lograron, tras algunos intentos baldíos, organizarse en común con la aprobación en junio de 1953 de la conocida como Segunda Ley del Llano, en cuyo artículo 138 se indicaba que “el objetivo de las Fuerzas Armadas Revolucionarias es defender al pueblo y luchar contra sus enemigos hasta alcanzar la victoria a través del derribo de la tiranía68 y la creación de un gobierno popular en Colombia”. Y, si bien dicha organización llegó poco después a un acuerdo con el Gobierno que llevó a su disolución, nuevos movimientos armados contrarios al Gobierno habían comenzado a surgir en esos años, con ideologías políticas más a la izquierda de los liberales y cuyo objetivo último era idéntico al expresado en el artículo mencionado: eran las guerrillas comunistas.

			En efecto, a la altura de 1950 algunos grupos armados campesinos rompieron lazos con rancheros liberales que les habían apoyado y utilizado para defender sus propiedades e intereses. Estos grupos comenzaron a recibir el apoyo en la clandestinidad del Partido Comunista y se organizaron en un proyecto de autodefensa que reunió a comunidades enteras de campesinos. Sin embargo, estos grupos también actuaban de forma independiente entre sí y en relación con el Partido Comunista, que fracasó en 1952 en su intento de unificarlos. La llegada al poder en 1953 del general Rojas Pinilla, como elemento imparcial entre conservadores y liberales, y su ofrecimiento de amnistía supuso la disolución de las guerrillas liberales en septiembre de ese año.

			Sin embargo, las guerrillas comunistas no aceptaron el ofrecimiento y a partir de 1954, una vez reincorporados los liberales al seno del poder establecido del Estado, el ejército, profesionalizado y modernizado, con el apoyo de las antiguas guerrillas liberales, comenzó a hacerles frente. Ofensiva que conllevó, en 1955, la ilegalización del Partido Comunista y la organización de una importante expedición militar que se dirigió a Villarica, principal feudo comunista. Expedición que, lejos de eliminar las guerrillas comunistas, provocó que miles de campesinos se desplazasen al sur de Tolima y al norte del Cauca, donde se establecieron creando las que se conocerían como repúblicas independientes69. En 1957, la junta militar que remplazó al general Rojas Pinilla ofreció una nueva amnistía a los grupos guerrilleros comunistas, algunos de los cuales se desmovilizaron. Sin embargo, en las repúblicas independientes70 a lo más que se llegó fue a un acuerdo de tregua con el ejército.  

			1.2.	El Frente Nacional hasta los Acuerdos de La Uribe en la 

				presidencia Betancourt: la transformación del conflicto a la 

				lógica de la Guerra Fría (1958-1984)

			La llegada del liberal Lleras Camargo a la presidencia del país en 1958 inauguró un nuevo ciclo político en Colombia, bautizado como Frente Nacional, que esencialmente supuso la alternancia de los antiguos enemigos, conservadores y liberales, en el poder y su unión, al menos en un doble sentido: interna, frente al nuevo peligro común para su control del poder y para sus intereses que comenzaron a suponer los movimientos políticos y sociales de izquierda en Colombia, al igual que en el resto de países latinoamericanos; y externa, bajo la égida, liderazgo y apoyo de los Estados Unidos, lo que suponía, por lo demás, el inicio de la internacionalización del conflicto con su incorporación y consiguiente adecuación a la lógica del mundo bipolar propia de la Guerra Fría71. 

			Todo ello dio pie a una nueva fase ofensiva del Estado tras la política de paz del periodo presidencial de Lleras Camargo –poder del Estado ya unificado, compartido y repartido entre las élites tradicionales colombianas, conservadoras y liberales- contra las guerrillas –en esta ocasión ya y desde entonces en adelante, únicamente comunistas, organizadas de nuevo como autodefensas en sus feudos de las repúblicas independientes-. Fase ofensiva que incluyó, entre 1960 y 1962, la organización por parte del Estado de los primeros grupos de civiles armados como estrategia anti-subversiva, lo que supuso el nacimiento del paramilitarismo en sentido propio en Colombia72. 

			Por supuesto, dicha evolución interna no fue aislada o específicamente colombiana, sino que se vio influida por lo que acontecía en la región y, a fortiori, en el mundo. Y es que tales eventos no fueron, en absoluto, ajenos ni a la asesoría de los Estados Unidos al Gobierno colombiano en relación a cómo enfrentar las guerrillas comunistas en el marco de la Alianza por el Progreso y de la doctrina de la seguridad nacional –por ellos ideada, lanzada, enseñada y practicada a nivel regional latinoamericano-; ni, por supuesto, a la victoria de la revolución cubana el 1 de enero de 1959 –frente a la que la Alianza y doctrina mencionadas no fueron sino la respuesta de la administración Kennedy-. Revolución que, evidentemente supuso un verdadero acicate a los movimientos guerrilleros en toda América Latina y, por supuesto, en Colombia: en ese periodo se crearon el Movimiento Obrero Estudiantil Campesino, las Fuerzas Armadas de Liberación o el Ejército Revolucionario de Colombia. 

			Pero, volviendo a la, nueva, política ofensiva del Estado, con un claro ya apoyo/liderazgo estadounidense, el momento clave de la misma –y que marcará un cambio de rumbo cualitativo en la situación interna colombiana, hasta el punto de que muchos sitúen ahí el inicio del actual conflicto armado colombiano- fueron las operaciones militares sobre Marquetalia, una de las Repúblicas Independientes y que a la postre sería la más conocida por ser el origen de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). 

			En efecto, desde 1961, el líder conservador Álvaro Gómez Hurtado venía denunciando la situación de las repúblicas independientes, que escapaban a la autoridad del Estado y donde ejercían el control efectivo comunidades campesinas armadas de ideología comunista, como hemos visto. La llegada a la presidencia de la República del conservador Guillermo León Valencia, en 1962, marcó el cambio de política en relación a tales enclaves con el intento de establecer la autoridad del Estado sobre las mismas por medio del uso de la fuerza. La primera de las repúblicas independientes atacada fue Marquetalia, liderada por Pedro Antonio Marín, alias Manuel Marulanda, y Jacobo Arenas, quienes poco tiempo después fundarían las FARC. 

			Las operaciones militares contra Marquetalia se iniciaron en 1962, si bien, la operación de mayor envergadura comenzó en mayo de 1964. En ella participó un operativo militar de más de 16.000 soldados, con un destacado apoyo material, sobre todo aéreo, de los Estados Unidos. Apoyo que no se limitó al ámbito material, sino que estuvo en el origen mismo de la construcción estratégica de la operación. Operación conocida como Plan Lazo, para algunos, Laso, para otros. Discusión terminológica que ni siquiera es fonética –pues la pronunciación colombiana es similar de ambas palabras- y que, sin embargo, oculta un trasfondo de profundo calado político y de posicionamiento en torno a los inicios del conflicto armado, al menos en relación a uno de los actores más relevantes del mismo: las FARC. 

			Como explica PIZARRO LEONGÓMEZ: “Para las Fuerzas Armadas, el proyecto fue elaborado por la propia institución castrense y se denominó Plan Lazo, dado que se trataba de ‘enlazar’, de llevar a cabo un cerco militar para desactivar las regiones de influencia comunista. Esta postura ha sido defendida con pasión por el general Álvaro Valencia Tovar, uno de los protagonistas de la toma de Marquetalia. Para sus críticos, en especial de izquierda, el proyecto se llamó, por el contrario, Plan Laso (en razón de su denominación en inglés, Latin American Security Operation), debido a que el ataque a Marquetalia se habría inscrito en un proyecto contrarrevolucionario global para toda América Latina agenciado desde Washington”73. En realidad, ambos planes existieron. Como concluye el autor citado: “Laso con ‘s’ fue el diseño estratégico elaborado por los expertos del Departamento de Defensa en Washington y Lazo con ‘z’ fue la adaptación táctica en el terreno de batalla realizada por el Estado Mayor del Ejército Nacional”74.

			Pero junto al más que relevante protagonismo, material y estratégico, de los Estados Unidos en la operación, su desarrollo provocó no sólo un gran número de bajas –más de 250 muertos, siendo el choque armado más violento hasta ese momento-, sino que supuso un nuevo cambio en la estrategia guerrillera y, lo que es más, acabó conformando en el ideario de las FARC su mito fundacional, con consecuencias que separan, en su origen y desarrollo, a este grupo guerrillero del resto de los que veremos se irán formando en esos mismos años. En efecto, el desarrollo de la operación supuso la conquista y control del terreno conocido como Marquetalia por el Estado; sin embargo, no supuso el desmembramiento, ni mucho menos la derrota y desaparición de la comunidad campesina armada que hasta entonces vivía allí: los guerrilleros, junto con sus familias, huyeron, atravesando la cordillera y reasentándose al sur del Meta y Caquetá, donde se reforzarían con miles de campesinos que también huían desde otras zonas.

			Todo ello configuró un cambio de estrategia en la guerrilla –en una constante que, como vamos a ver, se mantendrá desde el origen hasta la actualidad: el acomodo constante de la guerrilla a las nuevas condiciones de la guerra basado en su capacidad de aprendizaje y flexibilidad-, que pasó de la autodefensa campesina, por definición estática, a la guerrilla móvil. Así, entre julio y septiembre de 1964 grupos campesinos organizaron, con el apoyo del Partido Comunista, dos conferencias en las que se elaboró y aprobó el documento titulado Programa Agrario de los Guerrilleros en el que, además de llamar a la toma del poder a través de la revolución, se creaba el Bloque Guerrillero Sur, como la organización llamada a conseguirlo. A partir de ese momento, los enfrentamientos violentos entre las fuerzas de seguridad del Estado y el Ejército, de un lado, y el  Bloque Guerrillero Sur, de otro, así como el número de víctimas causadas en los mismos, no dejaron de aumentar, suponiendo un verdadero salto cualitativo en el conflicto75. El 5 de mayo de 1966, el mencionado grupo adoptó la conocida como Declaración Política de la Segunda Conferencia del Bloque Sur, en la que sus líderes adoptaron, ya con claridad, una ideología pro-soviética con el objetivo último de alcanzar el poder en Colombia, para lo cual se crearon las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC).

			¿Qué relevancia tuvo el ataque a Marquetalia en este desarrollo? Este es, sin duda, uno de los debates más encendidos en Colombia desde la perspectiva de su análisis histórico. Para parte de la doctrina, sin esa ofensiva, las repúblicas independientes se hubieran mantenido como estaban, como organizaciones campesinas armadas, sí, pero centradas en una estrategia de autodefensa, y hubieran acabado languideciendo hasta su desaparición –en un escenario similar a lo ocurrido en México décadas después con el Ejército Zapatista en Chiapas-. Para otros, el nacimiento de las FARC, con el cambio de estrategia que ello suponía de la autodefensa campesina a una más ofensiva dirigida a la toma del poder en Colombia, propia de la guerrilla, era únicamente cuestión de tiempo, puesto que el Partido Comunista bastante antes de 1964 había adoptado esa decisión estratégica76 –por no hablar de la decisiva diferencia de contexto internacional: el levantamiento zapatista se produjo ya acabada la Guerra Fría, mientras que a mediados de los años 60 ésta se encontraba en su momento álgido y en plena expansión en América Latina, en la estela de la victoria de la revolución cubana-. 

			En cualquier caso, lo que desde luego supuso fue la construcción de un poderosísimo mito fundacional, que quedaría inscrito en el devenir de las FARC. Así, el ataque a Marquetalia constituyó el centro del discurso, al parecer redactado por Manuel Marulanda –entonces jefe máximo de las FARC- y leído por el comandante Joaquín Gómez en el inicio de las negociaciones de paz en San Vicente del Caguan ante el presidente Pastrana, en enero de 1999. Como explica PIZARRO LEONGÓMEZ: “Según este mito, las Farc no surgieron por iniciativa propia, sino como resultado de una agresión externa. El movimiento guerrillero incipiente no habría sido quien le declaró la guerra al Estado, sino, por el contrario, fue el Estado quien le declaró la guerra a las organizaciones agrarias comunistas, las cuales se vieron obligadas a defender su vida mediante las armas”77. 

			Y las consecuencias de ello no dejan de ser importantes para la comprensión de las FARC y, en fin, para el devenir histórico del conflicto colombiano: “Mediante este mito histórico, las Farc buscaron siempre desligarse del resto de grupos guerrilleros de la época, las llamadas ‘guerrillas de primera generación’ (Epl y Eln), las cuales habrían surgido con base en la iniciativa política de sectores de clase media urbana radicalizadas. Frente al voluntarismo y al foquismo guevarista, las Farc aparecían como el resultado de una agresión del Estado contra la población campesina. Mediante la construcción de esta visión sobre sus orígenes remotos, las Farc han construido y recreado su justificación histórica, con total autonomía de los cambios que se han producido tanto en el ámbito internacional (el fin de la Guerra Fría), como en el interno (la Constitución de 1991 y la apertura democrática)”78. 

			Y es que, en efecto, junto a las FARC, otros grupos guerrilleros, si bien, con diferentes orígenes e ideología, vieron la luz en aquellos años. Así, hacia finales de 1964 un grupo de estudiantes recién llegados de La Habana crearon el Ejército de Liberación Nacional (ELN) –con una clara inspiración en la revolución cubana y en la estrategia guevarista79-, que es la única guerrilla todavía activa en Colombia cuando se escriben estas líneas. Mientras que el último de los grupos guerrilleros importantes nacería una década después, en 1974, el Movimiento 19 de abril, más conocido por sus siglas M-19. Se trataba, a diferencia de las anteriores, de una guerrilla de naturaleza esencialmente urbana80 y fue creada tras el desencanto ocasionado en algunos sectores de la izquierdista Alianza Nacional Popular (ANAPO)81 por los resultados fraudulentos de las elecciones de 1970 que auparon al conservador Pastrana Borrero a la presidencia del país.   

			Y es que, en efecto, del lado del Estado la situación política seguía regida por la alternancia en el poder entre liberales y conservadores, base del entendimiento entre ambos conocido como Frente Nacional que permitió superar sus diferencias tradicionales propias de una época ya pasada, y que reflejaba, más que los apoyos políticos resultado de un sistema democrático, el acuerdo de las élites del país, tanto a nivel nacional como regional y local, por mantener una estabilidad política cada vez más necesaria para enfrentar el peligro, este sí actual y creciente, que, para sus intereses económicos y sociales y para el statu quo político alcanzado tras La Violencia, suponían los grupos guerrilleros. 

			Mientras que los partidos políticos de izquierda, aún existentes, no podían siquiera pretender llegar democráticamente al poder en el marco de un sistema político viciado en origen y que, además, utilizaba la violencia extrema para perseguirles, eliminando a líderes y militantes políticos y sindicales, junto a otros activistas de izquierda, a través de grupos paramilitares cada vez más fortalecidos y extendidos bajo el manto de legalidad elaborado por el propio Estado. Como veremos, ésta será otra constante del conflicto colombiano, aún en su fase final y en el inicio de la construcción de la paz, que explica el énfasis puesto tanto por las FARC como por el ELN en la seguridad en la participación política.

			1.3.	De la Unión Patriótica al final de la presidencia Pastrana: 

				procesos de paz y agravamiento del conflicto en un mundo 

				globalizado (1984-2002)

			A pesar de la prevalente lógica de la violencia, en 1984 se abrió una ventana de esperanza para la finalización del conflicto armado a través de la incorporación de los grupos guerrilleros a la participación política, pacífica y normalizada en un marco de democracia real y efectiva. En efecto, durante la presidencia del conservador Belisario Betancourt, elegido en 1982 en sustitución del liberal Turbay Ayala –en aparente continuación del sistema de alternancia en el poder entre ambos partidos-, se inició un proceso negociador entre el Gobierno colombiano y las FARC que, si bien no era ninguna novedad en sí mismo –como hemos comenzado a ver ya, la historia del conflicto de Colombia está sembrada de negociaciones que llevaban a altos el fuego que, sin conducir a una terminación real del conflicto, sí abrían paréntesis en el uso de la violencia y generaban algunas desmovilizaciones-, sí supuso el inicio de un cambio profundo en el desarrollo del conflicto: por la oportunidad real que abría de alcanzar un acuerdo que condujera al final de la guerra y, de la mano, a la normalización democrática del país; por las importantes consecuencias que tendría y, en fin, porque abría una nueva etapa en el conflicto en la que se sucederán las negociaciones –algunas de ellas exitosas, como vamos a ver-, con rupturas y periodos de recrudecimiento de la violencia82. 

			Dichas negociaciones concluyeron con la adopción, el 28 de marzo de 1984, de los conocidos como Acuerdos de La Uribe –localidad bajo dominio de las FARC en el Meta, donde fueron firmados-, a los que luego se añadirían la Autodefensa Obrera y los destacamentos Simón Bolivar y Antonio Nariño del ELN. En ellos se acordaron una declaración y puesta en práctica inmediata de alto el fuego –que, al menos formalmente, se mantendría hasta 1990-, mecanismos para su verificación, la aplicación a los miembros de las FARC de los beneficios de la Ley 35 de 198283 y la posibilidad de que los mismos “puedan organizarse política, económica y socialmente, según su libre decisión. El gobierno les otorgará, de acuerdo con la Constitución y las leyes, las garantías y los estímulos pertinentes”84, entre otros85. 

			Como consecuencia de todo ello nació la Unión Patriótica, partido político o brazo político legalizado de las FARC, llamado a ocupar el espacio político de la izquierda en Colombia y, con su consolidación como verdadera y efectiva opción política legal y pacífica, a servir de vehículo de incorporación a la política de los guerrilleros y, en definitiva, para la cesación de la violencia y la finalización del conflicto. Así, en la Prórroga de los Acuerdos de la Uribe, adoptada dos años después, y tras reiterar tanto el Gobierno como las FARC “su lealtad” con los Acuerdos de 1984, se indicaba: “El gobierno, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y las leyes, otorgará a la Unión Patriótica y a sus dirigentes las garantías y seguridades indispensables para que puedan desarrollar, en forma idéntica a la de las demás agrupaciones políticas, su acción tanto proselitista como electoral”86.  

			Sin embargo, los hechos transcurrieron por un camino bien diferente. Tras su constitución como partido político, la Unión Patriótica se presentó a las elecciones de 1986. En las elecciones presidenciales, su candidato, Jaime Pardo Leal –presidente del sindicato Asonal Judicial-, fue el tercer candidato más votado, aunque sólo con el 4.6% de los sufragios; si bien, la verdadera victoria de la Unión Patriótica se produciría en las elecciones legislativas, regionales y locales donde, a poco más de un año de su fundación, obtuvo 24 diputados departamentales, 275 concejales, 23 alcaldes, cuatro representantes al Congreso y 3 senadores  –dos de los cuales eran comandantes guerrilleros: Iván Márquez y Braulio Herrera-; mientras que en las elecciones locales de 1988 se hicieron con otras 16 alcaldías y 256 concejales más. Pero también, al año de su creación, más de 300 militantes del partido habían sido asesinados. 

			Fue el comienzo del intento más serio de demostrar que en Colombia ya sí se podía alcanzar el poder político utilizando únicamente vías democráticas –si bien ciertamente no era, al menos en principio, la vía exclusiva desde la perspectiva de las FARC -; pero también fue el inicio de la persecución –al igual que en ocasiones anteriores, como hemos visto- y práctico exterminio al que fueron sometidos los candidatos y militantes de la Unión Patriótica y con ello del fracaso del intento más serio, acabado y factible de encontrar una solución política a la confrontación; y, lo que fue peor, de la eliminación de cualquier opción en ese sentido, al menos por varias décadas. 

			Así, en el mismo 1986 fue asesinado Leonardo Posada, representante a la Cámara; al año siguiente lo fue Jaime Pardo Leal, el que tan sólo unos meses antes fuese candidato presidencial por la Unión Patriótica, al igual que Bernardo Jaramillo Ossa, también candidato presidencial y asesinado en 1990, en plena campaña electoral, cuando las encuestas le daban la posibilidad de obtener más de un millón de votos. Junto a ellos, 13 parlamentarios e innumerables concejales fueron asesinados en una campaña de exterminio que se extendió a los militantes de la organización política: en total, entre 3.000 y 4.000 miembros de la Unión Patriótica fueron asesinados por paramilitares y por miembros de las fuerzas de seguridad de Colombia en esos años87. 

			En efecto, la connivencia de los grupos paramilitares con ciertos sectores del ejército y la policía y con determinadas élites –nacionales, regionales y locales- económicas y políticas del país se encargaron de acabar con la primera oportunidad real de terminación del conflicto armado en Colombia; justo cuando, además, soplaban vientos de paz en todo el mundo y muy en especial en América Latina, tras la ventana de oportunidad que se abrió con el fin de la Guerra Fría. Sin embargo, lo que en situaciones aparentemente mucho más complejas, como los conflictos armados en América Central –Guatemala, El Salvador, Nicaragua-, fue posible; lo ocurrido con los militantes de la Unión Patriótica, y con el partido mismo, certifico la continuación del conflicto colombiano durante varias décadas más, introduciéndolo en una nueva fase, ya ajena al devenir de los acontecimientos mundiales y latinoamericanos. El colombiano se convirtió nuevamente –como en el periodo de La Violencia- en un conflicto de características propias y con sobrevenidos factores explicativos particulares que se unieron a los factores estructurales del mismo, que, por supuesto, persistían. Sin embargo, ello no quiere decir que a partir de ese momento el conflicto careciera de elementos internacionales que influyeran en el mismo; antes al contrario, como iremos viendo.    

			Así, en 1990 las FARC retomaron la lucha armada, abandonando de hecho la opción de una integración política ya imposible. Y, si bien la Unión Patriótica continuó existiendo formalmente como partido político, su presencia electoral simplemente desapareció, prácticamente exterminada la militancia, perseguida la que quedaba por la violencia paramilitar y abandonada como opción política por las FARC. Ello llevó a que, tras las elecciones de 2002 –justo después del fracaso de las negociaciones de paz entre las FARC y el presidente Andrés Pastrana, y tras la victoria electoral de Álvaro Uribe-, el Consejo Nacional Electoral le despojase de su calidad de partido político con el argumento formal de no haber concurrido con suficientes candidatos a las elecciones para seguir manteniendo tal estatuto. Acto, sin duda, de cinismo macabro por parte del Estado88; que, por lo demás, en los casi 15 años que siguieron a la persecución y exterminio, no abrió prácticamente procesamiento penal alguno: impunes los asesinos, se castigaba a las víctimas. 

			Tuvieron que pasar 11 años para que el Consejo de Estado de Colombia, en el marco de las negociaciones de paz de La Habana, le devolvieran a la Unión Patriótica el estatuto de partido político, por decisión de 4 de julio de 2013. En la misma se argumenta:

			“Porque lo que le ocurrió a la UP fue que no contó con las condiciones de garantía indispensables para vincularse a la contienda electoral al Congreso del año 2002 con una pluralidad de candidatos avalados y en un escenario de normalidad participativa. Consecuencia de ello, por obvias razones estaba en imposibilidad de obtener cincuenta mil (50.000) votos, o de conservar al menos una curul en esa Corporación de elección popular.

			Éstas fueron las verdaderas razones, de carácter de fuerza mayor, que le impidieron, en igualdad de condiciones a los demás partidos, y con garantía de libertad, poder ejercer este derecho político, derecho que es de naturaleza fundamental. 

			En efecto, en el expediente obra prueba documental sobre la situación de exterminio del que venían siendo objeto los militantes y simpatizantes de la UP. En especial ello se evidencia del análisis del estudio titulado ‘Informe del Defensor del Pueblo para el Gobierno, el Congreso y el Procurador General de la Nación’ de octubre de 1992, donde se dan a conocer las conclusiones del ‘Estudio de casos de homicidio de miembros de la Unión Patriótica y del movimiento político Esperanza Paz y Libertad’. Este documento preexistía a la fecha en la que se expidieron los actos acusados.

			(…)

			En apreciación de la Sala, este estudio evidencia que habiendo surgido la Unión Patriótica como alternativa política de aceptación popular y con reconocimiento oficial en el territorio nacional, simultáneamente fue objeto de acciones en su contra provenientes de fuerzas oscuras dirigidas a asesinar selectivamente a muchos de sus miembros, varios de los cuales habían sido elegidos en cargos de elección popular en alcaldías y en corporaciones públicas, en las diferentes elecciones en las que el Partido Político pudo participar, antes de las del año 2002.

			Entonces los integrantes del partido Unión Patriótica fueron víctimas de persecución por razones políticas acaecidas en el país, cuando manos desconocidas decidieron exterminar a sus militantes y afiliados con el claro propósito de deshacer el partido a fin de impedirle su participación democrática en la gobernabilidad del país. Así, se trató entonces de un verdadero atentado contra el pluralismo y la democracia”89.

			Lo ocurrido con la Unión Patriótica quedó marcado de forma indeleble en las FARC y el ELN, hasta el punto de que, como veremos en los Capítulos Tercero y Cuarto, la cuestión de la seguridad en la participación política ha sido uno de los puntos principales en las negociaciones de La Habana y del Acuerdo Final. No en vano, al igual que entonces, sigue siendo hoy la principal amenaza a la paz: las fuerzas oscuras siguen existiendo, así como su voluntad de utilizar la violencia para amenazar y/o asesinar a sus adversarios. Esperemos que en esta ocasión el Estado no sólo no participe, como autor y/o cómplice, en tales actos; sino que logre, como es su obligación, evitar que los actos violentos, que ya se están produciendo, no se generalicen y acaben alejando una vez más la paz y la democracia reales de Colombia.

			Entre tanto, nuevas negociaciones y nuevos procesos de paz se pusieron en marcha en el complejo proceso del conflicto colombiano. Así, en 1989, y en esta ocasión sí, aprovechando la oportunidad abierta por el final de la Guerra Fría, el M-19 –que desde 1985 formaba parte de la Coordinadora Nacional Guerrillera y en 1989 de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolivar, que agrupaba a todas las guerrillas más importantes del país- abrió un proceso de paz con el Gobierno del presidente Virgilio Barco; negociaciones que giraron esencialmente en torno a la necesidad de modificar la Constitución colombiana llamando a elecciones constituyentes. El proceso llegó a buen puerto, primero con la adopción del conocido como Pacto Político por la Paz y la Democracia, adoptado el 2 de noviembre de 1989; culminando con la firma del Acuerdo Político, de 9 de marzo de 1990, que supuso la disolución de la guerrilla y la creación del partido político denominado AD-M19 (Alianza Democrática-M19)90. 

			Ello les permitió presentarse tanto a las elecciones presidenciales como a la Asamblea Constituyente que se celebraron ese mismo año. Sin embargo, la suerte de muchos de sus candidatos y militantes no fue distinta de la sufrida por los de la Unión Patriótica, perseguidos y asesinados por grupos paramilitares y pertenecientes a la inteligencia del Estado. Así, el candidato a la presidencia del AD-M19, Carlos Pizarro Leongómez, fue asesinado semanas antes de la jornada electoral, el 26 de abril de 1990 –un mes después del citado asesinato del también candidato, en este caso de la UP, Bernardo Jaramillo Ossa-, cuando fue tiroteado a bordo del avión en el que viajaba a Barranquilla, se cree que por sicarios por orden de los servicios secretos del Estado (DAS)91. Carlos Pizarro fue sustituido en la candidatura por Antonio Navarro Wolf, que quedó en tercera posición en dichas elecciones, ganadas por César Gaviria; pero, sobre todo, el AD-M19 fue el más votado en las elecciones a la Asamblea Constituyente, obteniendo 19 compromisarios. En consecuencia, Antonio Navarro Wolf fue elegido copresidente de la Asamblea –junto a Álvaro Gómez Hurtado y Horacio Serpa- que llevó a la adopción de la nueva Constitución de Colombia, promulgada el 4 de julio de 1991.    

			A pesar de la enconada violencia, de la que eran víctimas centrales, como hemos visto, los líderes y militantes políticos de los partidos de izquierda, la Constitución de 1991 abrió un nuevo ciclo político en Colombia, al menos y desde luego desde el punto de vista jurídico-formal, incorporando y homologando a Colombia a los sistemas democráticos del mundo. Con ello, y a pesar de la persistencia en la acción armada de las FARC y el ELN, se sentaban las bases jurídicas fundamentales para lo que en Colombia se conoce como la ampliación del espacio político; esto es, la posibilidad de competir políticamente en igualdad de condiciones teóricas y jurídicas en un sistema democrático homologable a las democracias de la región.

			Sin embargo, dicha adecuación constitucional, jurídico-formal, aún absolutamente necesaria, quedaba muy lejos de ser suficiente, como la persecución y muerte de los líderes y militantes de la Unión Patriótica y del AD-M19 –junto a miles de sindicalistas, activistas en derechos humanos y líderes indígenas y afrodescendientes- ponían de manifiesto a lo largo de los años 90. En estas coordenadas complejas –entre Estado, poderes fácticos locales y regionales, paramilitares a ellos estrechamente vinculados y guerrillas activas- continuó el conflicto colombiano; complejidad que se elevó notablemente con la irrupción en los años 80 de un nuevo factor de tanto poder desestabilizador como fue el narcotráfico, como veremos más adelante.

			Todo ello hizo que el conflicto, lejos de encarrilarse hacia su solución –como hubiese sido de esperar tanto por el contexto internacional tras el final de la Guerra Fría, como interno con los diferentes intentos de paz negociada que hemos visto-, se adentrase en una dinámica contraria, de profundización, expansión y generalización de la violencia, tanto desde el punto de vista geográfico como económico y social. Desde esta última perspectiva, Gonzalo SÁNCHEZ subrayará que “el conflicto armado interno en Colombia desbordó en su dinámica el enfrentamiento entre los actores armados. Así lo pone de presente la altísima proporción de civiles afectados y, en general, el ostensible envilecimiento de las modalidades bélicas. De hecho, de manera progresiva, especialmente desde mediados de la década de los noventa, la población inerme fue predominantemente vinculada a los proyectos armados no por la vía del consentimiento o la adhesión social, sino por la de la coerción o la victimización, a tal punto que algunos analistas92 han definido esta dinámica como guerra contra la sociedad o guerra por población interpuesta93”94.

			Dinámica, por lo demás, en la que el Estado, ya de por si débil, cuando no ausente, dejaría el liderazgo estratégico a los otros dos contendientes: guerrillas y paramilitares. “Ambos grupos” bien financiados por el narcotráfico, crecieron y se fortalecieron, a lo largo de la primera mitad de los años 90, sin que, sin embargo, ello supusiera un aumento significativo de la intensidad de la violencia del conflicto. Será a partir de 1996 cuando se refleje en la dinámica del conflicto dicho fortalecimiento, pasando a un recrudecimiento del mismo, con un aumento dramático de la violencia tanto en términos cuantitativos como cualitativos. Este periodo de recrudecimiento95  del conflicto llegará a su punto culminante a finales de 2002, como veremos en el Capítulo Tercero. Como explican GRANADA, RESTREPO Y VARGAS: “la dinámica de escalamiento de la guerra en el país, en ese momento, se explica por diversos factores, entre los cuales es pertinente destacar las ofensivas de los grupos guerrilleros, la articulación de la mayoría de los grupos paramilitares en una sola organización (AUC) y el despliegue de su estrategia de violencia contra la población civil y, finalmente, la transformación, modernización y avances tecnológicos de las fuerzas estatales y su respuesta a la ofensiva insurgente”96. 

			En este contexto, el último intento del siglo XX de alcanzar una paz completa, duradera y sostenible entre el Estado y las guerrillas –otra cuestión eran los grupos paramilitares, cada vez más extendidos, poderosos y autónomos del Estado, que aún así seguía, en sus diferentes niveles, especialmente en los ámbitos regionales y locales, utilizándolos y protegiendo sus actividades- fue el llevado a cabo por el presidente Pastrana en sus negociaciones con las FARC a partir de 1999. Tal proceso negociador –que abarcó todo su periodo presidencial-, su desarrollo y fracaso, marcó su presidencia y ha tenido importantes consecuencias en el devenir del conflicto colombiano y, muy especialmente, en su tratamiento e intentos posteriores de finalización a través de la negociación política. 

			Pero, a pesar de lo que se ha querido transmitir por algunos, es de justicia subrayar que fue durante su presidencia cuando se pusieron las bases y se inició la recuperación por parte del Estado de la iniciativa y del control efectivo del territorio perdido en los años anteriores en un conflicto que había heredado en su fase más crítica, cuantitativa y cualitativamente, de mayor expansión geográfica y afectación humana y económica, y de una brutalidad y violencia generalizadas, en especial contra los civiles, nunca antes vista97. Profundicemos con cierto detalle en ambas cuestiones. 

			Andrés Pastrana fue elegido Presidente de Colombia en las elecciones de 1998, si bien, ya en 1997, bajo presidencia del liberal Ernesto Samper, se iniciaron los contactos preliminares con representantes de las FARC. Así, en uno de los más destacados, también por su significado futuro, el entonces miembro del Partido Liberal, Juan Manuel Santos –actual Presidente de la República-, le escribiría una carta al presidente Samper en la que le proponía “ordenar el despeje de un área previamente acordada del territorio nacional en conflicto, o lo que es igual, a efectuar el retiro de la fuerza pública del espacio geográfico predeterminado. Esta área se convertiría en zona de distensión y diálogo a fin de facilitar, con plenas garantías y total seguridad, el encuentro de representantes del Gobierno, del Congreso, de la sociedad civil y de la Comisión de Conciliación Nacional con los insurgentes”98. Dicha petición fue rechazada por el Presidente.

			A pesar de ello, en pleno proceso electoral, el candidato conservador Pastrana se reunió el 9 de junio de 1998 con Manuel Marulanda y el 16 de junio –tan solo 5 días antes de la segunda vuelta electoral en la que saldría elegido presidente frente al candidato liberal Horacio Serpa con el 50’39 % de los votos- anunció su disposición de proceder al despeje de una amplia zona con el objetivo de facilitar el inicio de las negociaciones directas con las FARC, disposición que reiteraría en su discurso de toma de posesión como Presidente de Colombia, el 11 de agosto. En consecuencia, el 14 de octubre adoptaba una resolución por la que se procedía al despeje y se establecía una amplia “zona de distensión” en los municipios de Mesetas, La Uribe, La Macarena, Villahermosa y San Vicente del Caguán. Además, el Presidente le reconoció estatuto político a las FARC y solicitó la suspensión de las órdenes de búsqueda y captura de los tres líderes de la organización guerrillera designados como negociadores: Raúl Reyes, Joaquín Gómez y Fabián Ramírez.

			Sin embargo, y desde el principio mismo de los contactos preparatorios –y, por consiguiente, antes incluso de acceder a la Presidencia y de que se iniciase propiamente el proceso negociador-, Andrés Pastrana tuvo que hacer frente a no pocas tensiones y críticas internas; en especial, por su relevancia, las surgidas en la cúpula del propio ejército colombiano. Así, ante la constatación por parte de las FARC de la presencia de miembros del ejército, bien que desarmados, en la zona de despeje –130 soldados del Batallón Cazadores- y la solicitud de su retirada antes de iniciar las conversaciones, el Presidente ordenó la misma en noviembre de 1998, sin consultar a los mandos militares, lo que fue contestado, incluso a través de una protesta pública, por diversos generales del ejército de Colombia. Los roces entre la cúpula militar, incluido el mismo Ministro de Defensa, Rodrigo Lloreda Caicedo, y el Comisionado de Paz, Víctor G. Ricardo, continuaron; llegando a su clímax en mayo de 1999 cuando el Ministro de Defensa presentó su dimisión, respaldado por al menos 40 altos mandos del ejército.

			Desde la perspectiva internacional también se mostraba la división ante el proceso. Así, resulta de interés indicar que Estados Unidos catalogó a las FARC como “grupo terrorista extranjero” justo un año antes, en octubre de 1997, durante la Presidencia de William Clinton, en aplicación de la Antiterrorism and Effective Death Penalty Act. Frente a esta posición fuerte contra las FARC y su significativa y clara lectura contraria al diálogo y subsiguiente proceso de paz del Estado más influyente en Colombia, la Unión Europea, que había incluido a las Autodefensas Unidas de Colombia y a Sendero Luminoso de Perú en su lista terrorista el 27 de diciembre de 2001, no hizo lo propio con las FARC; precisamente para no obstaculizar el proceso de negociación en marcha en Colombia desde 1998. Y es que algunos de los Estados europeos –España, Francia y Suiza, en concreto- participaban como facilitadores y/o mediadores en dicho proceso. En consecuencia, no será sino hasta el fracaso del proceso, en 2002, que la Unión Europea catalogará a las FARC –aunque no, curiosa y muy significativamente por diferentes razones, al ELN, que sigue sin serlo a día de hoy- como grupo terrorista, por decisión de 12 de junio de 200299.

			Pues bien, en este tenso y dividido contexto interno e internacional se realizó en San Vicente del Caguán, el 7 de enero de 1999, la ceremonia formal –preparada hasta el último detalle en su escenografía, invitados nacionales y extranjeros, presencia mediática, etc.100- que dio inicio oficial a las negociaciones. Ceremonia presidida por el mismo presidente Pastrana, pero que contó con la clamorosa ausencia –que significó, en realidad, una presencia imponente, visualizada con una silla vacía al lado de la que efectivamente ocupaba un empequeñecido Andrés Pastrana: de nuevo la imagen y la relevancia de la proyección mediática de los acontecimientos- de Manuel Marulanda. Inquietante inicio de un proceso negociador plagado de dudas, con enormes y poderosos adversarios del lado del Estado –internacionales e internos, y dentro de estos últimos tanto legales, sectores importantes del propio Ejército, entre otros; como ilegales, los grupos paramilitares que casi desde el principio se opusieron al proceso101 y presionaron para su fracaso, con, cuanto menos, la connivencia de estamentos relevantes tanto políticos como militares y policiales- y con ausencia completa de claridad y, sobre todo, de voluntad real de negociación para alcanzar la paz, del lado de los líderes guerrilleros.  

			Como consecuencia de todo ello, el proceso negociador abierto con las FARC en 1998, y que se desarrolló durante tres largos años, no sólo fracasó, sino que influyó grandemente en los siguientes procesos negociadores, a la vez que marcó una nueva escalada en el conflicto bélico: la lógica de la guerra se había acabado imponiendo, una vez más, a la de la paz. Como se afirma en el citado informe general del Grupo de Memoria Histórica, “el problema de las negociaciones era más profundo: nuevamente ambos actores desplegaban simultáneamente una lógica política y una lógica militar como forma de hacer la guerra en medio de la paz. Y la combinación de esta doble lógica produjo como resultado que el conflicto armado alcanzara la mayor intensidad y escala de la historia colombiana, en un juego de interacciones violentas que ocasionó la erosión de la legitimidad de la salida política negociada y la consiguiente profundización de la guerra”102. 

			En efecto, el proceso negociador del Caguán no supuso un cese, ni siquiera un aminoramiento, de la intensidad del conflicto en aplicación de la lógica bélica por cada una de las partes. Antes al contrario, funcionó como acicate, como catalizador de la violencia; de tal forma que cada una de las partes enfrentadas intensificó sus acciones bélicas hasta el punto de que la fase que se ha denominado de recrudecimiento del conflicto llegó a su cénit en la segunda mitad de 2002, justo al final del proceso negociador103. 

			Así, y en primer lugar, los grupos paramilitares se lanzaron a una ofensiva sin precedentes dirigida, entre otras cosas, a minar el proceso de paz. Resulta muy significativo cómo ante cualquier avance, aparente o real, en la mesa de negociación entre el Gobierno y las FARC la respuesta paramilitar fuese contundente: “(A)nte el anuncio del Gobierno de establecer una prórroga indefinida en la zona de distensión acordada con las FARC, las autodefensas secuestraron a la senadora liberal Piedad Córdoba, el 21 de mayo de 1999. Con esta acción buscaron sabotear el relativo ambiente de entendimiento en la mesa de negociación y la posibilidad de una ley permanente de intercambio de prisioneros en la mesa de negociaciones. Las AUC propusieron la pronta conformación de una comisión por parte del Gobierno para el establecimiento de una mesa paralela de negociación con ellos”104. Del mismo modo, año y medio después, en noviembre de 2001, cuando, de nuevo, las negociaciones con las FARC parecían volver a avanzar y se preparaba la tramitación de una llamada ley de canje en el Congreso, Carlos Castaño, el jefe paramilitar, secuestró a siete miembros del Congreso como acción de protesta: “nosotros aceptamos que tomamos a los congresistas y nos declaramos en rebelión contra el presidente Pastrana, debido a su equivocada política de negociación con la guerrilla”105. 

			Por su parte, las FARC, con relevantes acciones violentas a nivel nacional, y, sobre todo, con la utilización de la zona desmilitarizada como zona segura para mantener a los secuestrados, de un lado, y para reforzarse y planear nuevas operaciones violentas, de otro, no hacían sino generar desconfianza sobre las verdaderas intenciones de la guerrilla en el proceso negociador. El secuestro y asesinato de tres indigenistas estadounidenses el 9 de marzo de 1999 supuso un duro golpe para el proceso, puesto que significó el definitivo alejamiento de Estados Unidos del mismo –país ya de por sí nada entusiasta con él desde un principio, como hemos visto; que será el principal, si no único, sostén del conocido como Plan Colombia, que iniciaría su andadura en 2000, como vamos a ver-; mientras que el secuestro del senador Jorge Eduardo Gechem Turbay, el 20 de febrero de 2002, fue el hecho violento definitivo que llevó al presidente Pastrana a poner fin al proceso y ordenar al ejército la recuperación del control sobre la zona desmilitarizada. 

			Ambigüedad entre las lógicas bélica y política que no fue, por lo demás, patrimonio únicamente de las FARC, sino en la que, y desde el principio, participó de forma destacada el gobierno, con muy relevantes consecuencias para el desarrollo del conflicto. Así, la evidencia de que el proceso negociador del Caguán no supuso un giro significativo en el proceso de intensificación de la guerra, antes al contrario, no se debió sólo al rechazo frontal de los paramilitares ni a la continuación de las acciones violentas por parte de las FARC; sino que, como indican GRANADA, RESTREPO & VARGAS, la misma actuación del Estado resultó decisiva en este sentido: “Pero no se trató únicamente de un reacomodamiento militar de la guerrilla que aprovechó las negociaciones y la zona de distensión. La intensificación está también estrechamente relacionada con la reestructuración organizacional, la reorientación estratégica, los cambios de doctrina y el uso de nuevas tecnologías por parte de las fuerzas estatales, todas estas iniciadas en la administración Pastrana”106.

			Cambios que, en realidad, comenzaron a implementarse en 1996 en su vertiente esencialmente interna, abarcando desde una reorientación estratégica y doctrinal, hasta una redistribución, incremento y modernización del armamento, ajustes organizativos y cambios en el esquema de reclutamiento107. Y que comenzaron a tener éxito sobre el terreno a partir de 1999. Como señala LAIR, con anterioridad a 1999 las fuerzas del Estado eran “protagonistas involuntarios de la intensificación de la guerra, con una aceleración inédita de los ataques de las FARC en su contra”108. Si bien, fue desde la perspectiva externa o internacional donde se produjo el cambio que, a la postre, acabaría siendo decisivo, por motivos de diferente naturaleza: el Plan Colombia.

			Ideado inicialmente por Andrés Pastrana en la primera mitad de 1998 –durante el proceso electoral, por consiguiente- como una especie de Plan Marshall internacional para ayudar a Colombia en su lucha contra el narcotráfico109, pronto pasó a tener un alcance a la vez más amplio y más limitado. Más amplio en sus fines, al sobrepasar el estricto ámbito del narcotráfico e incorporar la lucha contra las guerrillas y, por consiguiente, el conflicto armado mismo: el subtítulo dado oficialmente al Plan Colombia, Plan para la paz, la prosperidad y el fortalecimiento del Estado, es más que significativo en este sentido. Y es que, en efecto, como vamos a ver seguidamente, el narcotráfico apareció en los años 80 como un factor nuevo, consecuencia del conflicto; pero que se convirtió en causa sobrevenida, absolutamente esencial para explicar la continuidad, profundización, generalización y radicalización del conflicto colombiano a lo largo de los 90 en su fase ascendente o de recrudecimiento. De ahí que su tratamiento, el enfrentarse al mismo, significara enfrentar el conflicto y viceversa. Como se argumenta en el propio plan:

			“Las debilidades de un Estado que todavía se encuentra involucrado en un proceso de consolidación han sido agravadas por las fuerzas desestabilizadoras del narcotráfico (...). Recientemente, la relación financiera entre los varios grupos armados y los narcotraficantes ha logrado intensificar el conflicto armado, y ha limitado la capacidad del Estado para cumplir con sus responsabilidades más importantes”110. 

			Más limitado en su proyección internacional porque, concebido como “un conjunto de proyectos de desarrollo alternativo que canalizarían los esfuerzos de las organizaciones multilaterales y gobiernos extranjeros hacia la sociedad colombiana”111, fue, a la hora de la verdad, monopolizado prácticamente por los Estados Unidos. Y es que, una vez reconocido en el Plan que “(e)l papel de la comunidad internacional es esencial para el éxito del proceso de paz. Más específicamente, Colombia necesita apoyo en dos áreas: la diplomática y la financiera”; centrados en este último aspecto, se aseveraba que “(e)n el campo de las relaciones bilaterales, la colaboración militar y de policía es vital”112. Así, en 1999 el presidente Pastrana viajó a los Estados Unidos para presentar al presidente Clinton su plan y en diciembre de ese año ambos países adoptaron un acuerdo de cooperación militar, que fue el preludio del anuncio, en enero de 2000, por Clinton de la ayuda de los Estados Unidos al Plan Colombia, que sería aprobada en julio de ese mismo año. En concreto, durante su primera fase, desde el inicio del Plan hasta 2006, Estados Unidos aportó más de 6.000 millones de dólares113.

				Más limitado, en fin, en sus propios objetivos reales frente a los que teóricamente conformaban su fundamentación. Así, de las “diez estrategias” establecidas en el Plan, tan sólo la cuarta hacía referencia a la modernización y potenciación de las fuerzas armadas y la policía bajo el nombre de “estrategia para la defensa nacional”; mientras que el resto hacían referencia a cuestiones más esencialmente sociales y económicas dirigidas a enfrentar las carencias estructurales de Colombia que, como veremos, alimentaban y explicaban el conflicto: estrategias económica (nº 1), fiscal y financiera (nº 2), judicial y de derechos humanos (nº 5), de desarrollo alternativo (nº 7), de participación social (nº 8) y de desarrollo humano (nº 9) –más allá de la propia estrategia de paz (nº 3), antinarcóticos (nº 6) y de orientación internacional (nº 10)-114. La realidad, sin embargo, fue que tres cuartas partes del apoyo económico estadounidense se dirigieron a reforzar al ejército y la policía y tan sólo una cuarta parte a todo lo demás, como reconoce el informe de la United States Government Accountability Office (GAO): 

			“Since fiscal year 2000, State and Defense provided nearly $4.9 billion to the Colombian military and National Police. Notably, U.S.–funded helicopters have provided the air mobility needed to rapidly move Colombian counternarcotics and counterinsurgency forces. U.S. advisors, training, equipment, and intelligence assistance have also helped professionalize Colombia’s military and police forces (…)

			Since fiscal year 2000, State, Justice, and USAID have provided nearly $1.3 billion for a wide range of social, economic, and justice sector programs”115.

				Y es que, lo que se presentó como un programa internacional multilateral con un enfoque holístico por la paz y contra el narcotráfico en Colombia, prestando especial atención a los factores económicos y sociales, como vamos a ver inmediatamente, estructurales en ambos problemas y tan íntimamente ligados entre sí, acabó siendo en realidad un Plan de ayuda bilateral de Estados Unidos al gobierno de Colombia de naturaleza casi exclusivamente militar y policial; centrando, por consiguiente, en el aspecto bélico su aproximación a las complejísimas cuestiones que en principio parecía pretender enfrentar116. 

			2.	Análisis de las causas del conflicto colombiano

			La extensión en el tiempo –más de cinco décadas- y en el espacio –al ir ampliándose las zonas de conflicto desde áreas remotas, marginales económicamente y poco pobladas hasta alcanzar prácticamente todo el país- hace que el conflicto de Colombia sea muy heterogéneo desde la perspectiva del análisis de las causas o factores que lo explican. Éstos son múltiples y experimentan diferentes desarrollos y una diversa evolución en su importancia a lo largo del conflicto, existiendo algunos desde el principio, apareciendo otros en un contexto conflictual ya en desarrollo, agravándose y retroalimentándose mutuamente a medida que el conflicto avanzaba, se extendía e iba empeorando. Incluso la amplitud y fragmentación espacial, regional y local, del conflicto colombiano hacen que algunos de tales factores sean decisivos en determinadas zonas y menos relevantes, o incluso inexistentes, en otras. En definitiva, multiplicidad de factores heterogéneos, de diversa y variable intensidad, causa y a la vez fruto de un conflicto largo en el tiempo y extraordinariamente complejo117.

			Por otro lado, y desde una aproximación general, cuando se analizan los factores explicativos o las causas de un determinado conflicto siempre aparece la sospecha en algunos, o la acusación directa, de que en realidad lo que se está haciendo es dar razones o justificar la violencia que se practica en el mismo. La confusión, siempre interesada y que se sitúa en el plano exclusivamente político, nunca en el científico, entre causas y justificaciones, entre factores explicativos y coartadas o razones para los violentos, debe siempre ser rechazada de principio desde el análisis científico. Porque se sitúan en planos diferentes que no cabe mezclar; pero también, y muy especialmente, porque minimizar o directamente negar las causas profundas de un conflicto tiene importantes consecuencias, como por lo demás no puede ser de otro modo, tanto en su tratamiento como en su propio devenir. 

			Así, en el caso colombiano se enfrenta la visión, puramente política y por ello enormemente simplista y necesariamente superficial por reduccionista, de un mero enfrentamiento del Estado contra delincuentes o bandidos –o en la jerga política del presidente Uribe Vélez, adaptada a las preocupaciones del mundo globalizado contemporáneo, al menos en el ámbito Occidental: contra narcoterroristas118-, con la necesaria profundidad del análisis científico de un conflicto complejísimo, que perdura más de medio siglo y que, forzosamente, posee múltiples factores explicativos, de diversa y evolutiva importancia en el tiempo y el espacio. Como sostiene Gonzalo SÁNCHEZ: “Muchos quieren seguir viendo en la violencia actual una simple expresión delincuencial o de bandolerismo, y no una manifestación de problemas de fondo en la configuración de nuestro orden político y social. (…). Su apremiante presencia ha llevado incluso a subestimar los problemas políticos y sociales que subyacen a su origen. Por eso a menudo la solución se piensa en términos simplistas del todo o nada, que se traducen o bien en la pretensión totalitaria de exterminar al adversario, o bien en la ilusión de acabar con la violencia sin cambiar nada en la sociedad”119.

			Debate que, por lo demás, no es, ni mucho menos, exclusivo del siglo XXI, generado o difundido durante la presidencia Uribe, sino que ha estado siempre presente, desde el inicio mismo del conflicto y hasta el contenido mismo del Acuerdo Final entre el gobierno de Colombia y las FARC-EP con el que culminó en 2016 el proceso de paz de La Habana. Así, ya en relación a La Violencia, en los años 50 del siglo XX, el Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica dice: “La coyuntura nacional también dio lugar a dos interpretaciones: la de aquellos que consideraban que la Violencia era resultado de la delincuencia común y de la patología de nuestras clases populares, y la de aquellos que la interpretaban como consecuencia social de un problema agrario nunca resuelto y de la desigual articulación política y económica de las regiones”120.

			Y, por lo que respecta al Acuerdo Final de 2016, resulta significativo ver cómo, cuando se habla de causas del conflicto, y ante la irreductible diferencia en la perspectiva, Gobierno Nacional y FARC-EP muestran por separado su posición:

			“Reparando que, a juicio del Gobierno Nacional, las transformaciones que habrá de alcanzarse al implementar el presente Acuerdo deben contribuir a reversar los efectos del conflicto y a cambiar las condiciones que han facilitado la persistencia de la violencia en el territorio; y que a juicio de las FARC-EP dichas transformaciones deben contribuir a solucionar las causas históricas del conflicto, como la cuestión no resuelta de la propiedad sobre la tierra y particularmente su concentración, la exclusión del campesinado y el atraso de las comunidades rurales, que afecta especialmente a las mujeres, niñas y niños”121.

			Debate, en fin, que responde más a objetivos de propaganda política que a cuestiones científicas de fondo en la valoración, diagnóstico y consiguiente tratamiento del conflicto. Como se desprende del informe preliminar que presentó la CIA al Presidente Eisenhower en enero de 1960 sobre la situación en Colombia, ya entonces se sugería una estrategia dual: reducir la violencia bandolera por medio de una fuerza móvil contrainsurgente y, en paralelo, emprender reformas sociales, políticas y económicas para enfrentar los riesgos de una violencia de carácter subversivo –que en aquél momento todavía no creían que existiese realmente-. Y es que, se argumentaba, la estabilidad interna solo se lograría combinando las actividades militares y el cumplimiento de las leyes con esfuerzos para eliminar la injusticia social, política y económica. Para alcanzar esta meta, el principio cardinal era “el desarrollo de un verdadero Gobierno democrático”, que atendiera los graves problemas sociales122.

			Multiplicidad de factores, diversidad en los estudios relativos a ellos, incluso desde el mismo debate nominalista en torno a los mismos o sobre su misma existencia, que convierten a este análisis en enormemente difícil; teniendo incluso la sensación en ocasiones de que formaría parte del conflicto en sí, del argumentario propagandístico de las partes en él. A pesar de ello, y con todas las precauciones indicadas, resulta imposible –por inaceptable científicamente- explicar un conflicto sin analizar sus factores explicativos esenciales, las causas principales que lo han generado y han mantenido vivo en el tiempo. 

			En el caso colombiano, podemos identificar toda una serie de factores que, más allá de las especificidades regionales o locales y del transcurso del tiempo, se mantienen vigentes –con mayor o menor relevancia- desde su inicio y hasta el presente, junto a otros que, surgidos en medio del desarrollo del conflicto y en gran medida como consecuencia de él, han tenido una relevancia tal que se han conformado en factor explicativo con entidad propia. Como se indica en el Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica: “Es una historia larga que resulta difícil de explicar, no solo por su carácter prolongado, sino porque, a diferencia de conflictos armados y guerras en otros países, en el caso colombiano emergen y se entrecruzan diversos factores que alientan la guerra. Por un lado, están los factores económicos, por ejemplo, aquellos vinculados con la tenencia y el uso de la tierra; con los beneficios derivados de la explotación agrícola, minera y energética, o con la captura de rentas vinculadas con actividades ilegales como el contrabando y el narcotráfico. Por otro lado, están los factores políticos: el cierre de los espacios de participación; el persistente rechazo, instrumentalización, asedio y ataque a las formas legítimas de organización social, de oposición y de reclamo, o la cooptación e instrumentalización de la institucionalidad pública en función de intereses privados, o para amparar la ilegalidad. (…). A esto se suma el papel dinamizador del narcotráfico(…)”123.

			Pues bien, dejando de lado los factores internacionales, en especial en el marco de la Guerra Fría, a lo que ya nos hemos referido en el apartado anterior, los factores internos explicativos del conflicto de Colombia más relevantes pueden, en efecto, sistematizarse –a fuer de reduccionista pero con un objetivo esencialmente contextualizador- en tres grupos diferentes: de un lado, los relativos al Estado mismo o más propiamente políticos; de otro, los que tienen que ver con cuestiones socioeconómicas; finalmente, y aunque en puridad formaría parte del anterior, por su especial relevancia en el conflicto colombiano requiere un apartado propio el narcotráfico, consecuencia y a la vez causa sobrevenida del conflicto. 

			2.1.	Causas relativas a la ausencia o carencias del poder público

			La estructura, grado de consistencia y funcionamiento de un Estado sumido en un conflicto interno, o mejor, sus carencias y ausencias, resultan esenciales para ayudar a explicar el conflicto de Colombia. Carencias y/o ausencia, en primer lugar, del Estado mismo, en relación a las funciones que debe desempeñar en materia de cohesión política y social, de generación y aportación de servicios públicos, de control efectivo y de seguridad. Ausencia y/o carencias, en segundo lugar, de democracia real tanto a nivel nacional como regional y local. Carencias y/o ausencias que, aunque diferenciadas a efectos explicativos, están profundamente relacionadas entre sí, se retroalimentan y, por ello, deben ser enfrentadas conjuntamente. Por ello, en el Preámbulo del Acuerdo Final, Gobierno y FARC reconocen que “el eje central de la paz es impulsar la presencia y la acción eficaz del Estado en todo el territorio nacional”124.

			2.1.1.  La ausencia del Estado en partes muy relevantes de Colombia

			En realidad, la ausencia y/o carencias graves del Estado colombiano se han venido proyectando a los más diversos ámbitos. Así, y en primer lugar por tratarse de una ausencia real y absoluta, en el ámbito de la seguridad y, con ello, de la falta completa de presencia del Estado en amplias áreas del país. Fenómeno que puede explicarse desde una doble perspectiva: de una parte, porque históricamente, y todavía en el presente, la fragmentación y falta de cohesión de Colombia como Estado, sumado a la inexistencia de sistemas eficaces de comunicación, cooperación y, en ciertos ámbitos, control entre el Estado central y los ámbitos regionales y locales del país, son muy acentuadas; de otra parte, porque el propio conflicto armado y su evolución han hecho perder el control efectivo del Estado sobre amplias áreas del país. Evolución que llegó a su cénit con el cambio de siglo125 y que fue revertiéndose, como veremos en el Capítulo siguiente, a partir de entonces; sin que, sin embargo, se haya llegado todavía a un control efectivo o presencia completa del Estado en todo el país.

			Y es que uno de los problemas centrales de Colombia, como se reconoce en el propio documento de la Política de Defensa y Seguridad Democrática –como veremos, guía de la presidencia Uribe para hacer frente al conflicto-, es “la incapacidad histórica de la democracia colombiana de afirmar la autoridad de sus instituciones sobre la totalidad del territorio y de proteger a los ciudadanos, de manera permanente y confiable”126; por lo que “(l)a primera condición para cumplir con el objetivo de fortalecer el Estado de Derecho es la consolidación gradual del control estatal sobre la totalidad del territorio”127, que se hará paulatinamente, primero recuperando terreno, para luego mantenerlo y finalmente consolidarlo. Sólo en esta última fase, “(u)na vez garantizadas las condiciones básicas de seguridad, el Estado ejecutará una política integral de consolidación territorial, restableciendo el funcionamiento normal de la administración de justicia, fortaleciendo la democracia local, atendiendo las necesidades más urgentes de la población, extendiendo los servicios del Estado e iniciando proyectos productivos sostenibles de mediano y largo plazo”128. Verdadero reconocimiento de uno de los factores profundos que explican el conflicto y que a su vez es causa de otros no menos relevantes.

			En efecto, en otros ámbitos, las carencias del Estado han venido siendo de tal magnitud que no han podido por menos de tener un enorme impacto en la desafección de los ciudadanos respecto al sistema, a lo público y, en fin, al Estado mismo; todo lo cual contribuye a la extensión y profundización del conflicto, configurándose así en factores explicativos nada desdeñables del mismo. Problemas como la impunidad o la amplitud y profundidad de la corrupción se explican en gran medida por las carencias y mal funcionamiento de los poderes del Estado, en especial de la Justicia, minando su credibilidad ante una ciudadanía hastiada y descreída. Como sostienen VARGAS VELÁSQUEZ, PABÓN, ESCOBAR, LLANOS y MENDÍVIL: “El resultado en el largo plazo ha sido la parcial deslegitimación de las instituciones estatales, percibidas por los sectores subordinados, pero mayoritarios de la sociedad, como poco confiables por su parcialidad. Todo lo anterior asociado a la precariedad de la presencia del Estado o a su sola presencia traumática, expresada casi siempre en un Estado coercitivo y no en uno que da respuestas a las carencias y demandas sociales. Esto ha llevado a que en el mismo espacio nacional coexistan territorios con una amplia regulación estatal, junto con ‘territorios vacíos’ en el sentido de ausencia de un ente regulador que represente los intereses generales. En esos espacios se ha posibilitado el que su orden entre a ser regulado por entes privados con capacidad coercitiva (guerrillas, paramilitares, grupos de autodefensa, milicias)”129.

			Ausencia del Estado también en lo económico y social, sobre todo en el ámbito rural; lo que ha llevado a la lucha por el control del territorio a los diferentes actores enfrentados, en muchas ocasiones, siguiendo lógicas locales o a lo sumo regionales. Así, frente a las guerrillas y su apoyo al minifundismo y los campesinos, los diferentes grupos paramilitares, ante la ausencia del Estado, aparecían como la fuerza de choque de grandes terratenientes –ya existentes o sobrevenidos durante el conflicto-; y ambos, ante la falta de control del Estado de amplias zonas del país, introduciéndose en el negocio del narcotráfico o, más actualmente, de la minería, en sí mismo o para financiar sus actividades. Cuestiones, éstas últimas, a las que haré referencia seguidamente; pero que aquí muestran bien la intrincada conexión entre los distintos factores explicativos, que se influyen y retroalimentan mutuamente. Porque, como se subraya en el Acuerdo Final, “para la construcción de una paz estable y duradera la presencia del Estado en el territorio rural será amplia y eficaz, y se expresará en el cumplimiento de los derechos de todos los ciudadanos y las ciudadanas en democracia”130.

			Carencias del Estado, en fin, en su propia falta histórica de cohesión y con ello de generación de cauces adecuados de cooperación efectiva entre el centro y la periferia, entre el poder del Estado y los poderes locales y regionales que a menudo responden a élites económicas y sociales diferentes, con intereses variados y en ocasiones contradictorios entre sí y con los del Estado. El siguiente texto del Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica en relación a la presidencia de Belisario Betancur y sus intentos de paz, ya referidos, minados por sectores de las élites regionales y militares, da buena muestra de la importancia de este factor: “Esta oposición social de las élites regionales concurre con la oposición institucional de los militares para apuntalar el origen y expansión de los grupos de autodefensa que luego van a mutar en paramilitares. Esta concurrencia de intereses tuvo como trasfondo histórico una particular relación de los militares con las élites regionales, basada en el apoyo logístico, económico y político en muchas de sus ofensivas contrainsurgentes o en su implantación territorial en las periferias, dada la precariedad de recursos del Estado para financiar la guerra. (…). Esta relación histórica entre militares y élites en las regiones fue tejiendo una telaraña de compromisos y reciprocidades que limitaron la autonomía y la independencia de los militares como representantes del Estado en el ámbito local y regional”131.

			Todo lo cual tiene, sin duda, importantes consecuencias para el tratamiento, acertado o no, del conflicto. Así, como señalan GRANADA, RESTREPO y VARGAS en relación a la Política de Seguridad Democrática implementada por el presidente Uribe Vélez: “En la medida en que la política de seguridad actual centra el problema de la seguridad en los grupos armados, genera mecanismos tan solo para enfrentarse a estos y no aborda la cuestión fundamental de la violencia en Colombia: los órdenes sociales y económicos, locales y regionales, diferentes del orden social e institucional que se pretende irradiar y trasplantar desde el Estado central (liberal y moderno). La característica de dichos órdenes locales es la existencia de importantes demandas de violencia para su sostenimiento y reproducción. En presencia de estas demandas, siempre habrá un grupo que responda con una oferta de violencia armada criminal”132. Porque, como acertadamente concluye DUNCAN: “Nuestro primer y gran problema es aceptar que la pacificación del país pasa por transformar el orden social en muchas partes de Colombia, lo cual implica que salir del conflicto sería un proceso muy largo y muy costoso. Pero si ese orden no se cambia, si la vida económica, política y social de esas regiones sigue exigiendo un sistema de regulaciones distinto de los que ofrece un Estado moderno, seguirán existiendo las guerrillas, los paramilitares o las mafias. Podrán llamarse de otras maneras y podrán asumir otras modalidades, pero conservaran su capacidad de desafiar el monopolio legítimo de la fuerza por parte de los subsiguientes gobiernos, y de crear por eso Estados paralelos en la periferia”133.

			2.1.2.  Carencias importantes en la democracia colombiana

			Probablemente una de las características más duraderas, con profundas raíces históricas y más graves consecuencias, del Estado colombiano haya sido la ausencia de un verdadero sistema político democrático, en el que todas las sensibilidades e ideologías pudieran defender, con libertad, seguridad y equidad, sus posiciones respecto a la res pública. “Durante el siglo XIX y buena parte del siglo XX, los partidos políticos tradicionales recurrieron a la violencia para dirimir las disputas por el poder y, en particular, para lograr el dominio del aparato estatal, a tal punto que este accionar puede considerarse como una constante histórica de varias décadas”134. Este estado de cosas llegó a su paroxismo, como hemos visto, durante La Violencia y ha continuado a lo largo del actual conflicto, durante el cual se han seguido reproduciendo las prácticas de tantas décadas de hacer política por las armas ante la imposibilidad de poderlo hacer por vías democráticas por parte de los excluidos y perseguidos por el sistema, que durante mucho tiempo han venido siendo la mayoría de la población.

			Como cruda, pero muy claramente, describen VARGAS VELÁSQUEZ, PABÓN, ESCOBAR, LLANOS y MENDÍVIL: “Por supuesto que en la tradición colombiana reciente, a la oposición la mataban. (…). (Por) ello, lo primero y más importante es que a esta oposición no la maten, porque si no, reiniciamos de nuevo el ciclo perverso de nuestra vida política. Se trata de consolidar unas reglas del juego político (…) que permitan a los distintos partidos y movimientos competir en condiciones de equidad y no con la certeza de estar derrotados de antemano y que den garantía a las organizaciones sociales de expresarse, de defender sus reivindicaciones y demandas sin que ello conlleve su criminalización, su encarcelamiento o su muerte”135. Y es que, en la que muchos han denominado y siguen empeñados en calificar como la democracia más larga y estable de América Latina136, al menos hasta 1991 las diferentes opciones políticas distintas a las tradicionales, conservadora y liberal, no tenían posibilidad alguna de competir políticamente no sólo porque el sistema político estaba viciado tanto real como formalmente, sino porque, y más esencialmente todavía, quienes se atrevían a dar el paso adelante eran perseguidos, apartados y hasta asesinados, como hemos visto ocurrió con los miles de miembros de la Unión Patriótica, entre otros muchos.

			Así, la combinación de un marco de participación democrática cuanto menos limitativo, que generaba resultados falseados, y la desconfianza y exclusión de la mayoría de la población colombiana del sistema político, con la puesta en práctica de políticas de dura represión policial y militar, que cada vez con mayor intensidad implicaba no sólo la exclusión, sino la persecución y la violación grave y cada vez más generalizada y sistemática de los derechos humanos, incluido el asesinato, de todos aquellos que de un modo u otro mostraban su oposición –en el ámbito político, sindical, social, de la protección de derechos humanos- a las políticas desarrolladas por el Estado, ya a nivel nacional, ya regional o local, hizo que buena parte de dicha ciudadanía excluida políticamente y perseguida físicamente se fuese radicalizando y optando por la violencia como única forma viable de tratar de cambiar todo ese estado de cosas. 

			Como se resumen en el Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica en relación al largo periodo del Frente Nacional: “En este escenario social y político, el propósito de eliminar los grupos de bandoleros y guerrilleros adquirió protagonismo, mientras que el de las reformas sociales y económicas —entre ellas las relacionadas con la reestructuración de la tenencia de la tierra y la modernización de la industria agrícola— quedó aplazado. El reducido alcance de las reformas sociales y económicas, y el escenario de represión militar y de restricción política del Frente Nacional, sirvieron de caldo de cultivo de la vía armada y de la radicalización de algunos sectores políticos de la izquierda”137. Y es que, como es bien sabido, la utilización sistemática de los estados de excepción a lo largo del periodo del Frente Nacional, que además continuó hasta 1990, hizo que Colombia viviese durante casi medio siglo, en realidad desde 1944, en una situación regida permanentemente por la limitación de los derechos civiles y políticos. Los más que dudosos resultados electorales de 1970, por los que se eligió como presidente al conservador Pastrana Borrero, y que significaron que una parte importante del ANAPO se desentendiese del sistema político entonces vigente, por viciado y falseado, y se sumase a la lucha guerrillera a través de la creación del M-19, y lo ocurrido en los años 80 con la Unión Patriótica y sus dirigentes y militantes, como hemos visto, no muestran sino los resultados de un sistema político profundamente imperfecto.

			Estado de cosas que pareció cambiar de raíz en 1991 con la adopción de la nueva Constitución del Estado que, esta vez sí, reconocía, establecía y garantizaba jurídicamente, y por consiguiente desde una perspectiva teórico-formal, los derechos políticos de todos, construyendo un teórico sistema político democrático formalmente homologable a las democracias más asentadas. Sin embargo, desde la teoría jurídico-formal, por más que promulgada y vigente, a la práctica diaria de la vida política, sindical o de defensa de los derechos humanos a pie de calle en Colombia seguía existiendo, y existe todavía a día de hoy, más de 25 años después de adoptada la Constitución, un trecho demasiado largo que en ningún caso cabe desconocer a la hora de analizar el conflicto ni de diseñar la posterior construcción de la paz. Porque, como concluyen los autores citados, “a pesar de que la democracia colombiana ha permitido que tanto insurgentes desmovilizados, como militantes de izquierda participen de la contienda democrática, en la práctica el Estado ha sido incapaz de controlar el asesinato y persecución de los mismos”138.

			Y, como era de esperar, todo ello no ha generado sino una profunda desconfianza y desafección de los ciudadanos hacia la política y sus procedimientos, por más que ya formalmente adecuados. Así se desprende claramente de los datos electorales: en las elecciones de 2002 –por las que se eligió a Uribe Vélez Presidente del país-, hubo una abstención de casi el 54% en las presidenciales, que se amplió hasta el 60% en las elecciones al Congreso, para las que hubo, además, un 14% de votos blancos y nulos: ¡los diputados fueron elegidos por tan sólo el 36% de los potenciales electores y al Presidente lo votó apenas el 25% de ellos! 

			Mientras que, en los últimos procesos electorales, llevados a cabo en 2014, los datos siguen siendo igualmente reveladores. En las elecciones legislativas de febrero de ese año, se produjo una abstención del 56.42%; a lo que hay que añadir que el 22.43% de los que efectivamente votaron, fueron votos no marcados (5.88%), en blanco (6.17%) o nulos (10.38%), lo que supone el 9.78% del censo electoral. Esto es, tan sólo votó válidamente una lista de partidos el 77.53% de los que efectivamente votaron, lo que supone que tan sólo el 33.79% de los electores -¡un tercio del total!- apoyó con su voto a los diputados elegidos; mientras que el apoyo real, sobre el censo electoral de los partidos más votados, no alcanza en ningún caso el 7%, como se puede observar en el cuadro.

			Resultados elecciones legislativas de Colombia, febrero de 2014
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				Nº de votos	% de votos 	% de votos

				Partido Político		sobre votantes 	sobre censo 

						electoral

						

			Partido de la U (Santos)	2.230.208	15.58 %	6.79 %

			Partido Centro Democrático (Uribe)	2.045.564	14.29 %	6.23 %

			Partido Conservador	1.944.284	13.58 %	5.92 %

			Partido Liberal	1.748.789	12.22 %	5.32 %

			Origen: Registraduría Nacional del Estado Civil139 

			Por su parte, en la primera vuelta de las elecciones presidenciales de finales de mayo de 2014, tan sólo participó el 40% de los potenciales electores, de los cuales, el 2.75% fueron votos nulos o no marcados. De los votos válidos, prácticamente un 6% fueron votos en blanco; en consecuencia, los dos candidatos que pasaron a la segunda vuelta –con un 29.25% y un 25.69% de los votos válidos emitidos respectivamente- lo hicieron con un apoyo real del electorado colombiano del 11.40% para Óscar Iván Zuluaga y del 10.01% para Juan Manuel Santos140. Mientras que en la segunda vuelta, celebrada el 15 de junio, el elegido como Presidente de Colombia, Juan Manuel Santos, con el 50.95% de los votos válidos emitidos –pero con una abstención del 52.11% y un 2.86% de votos no válidos (nulos y no marcados)-, en realidad lo ha sido con el apoyo de menos de la cuarta parte -el 23.70%- del total de ciudadanos con derecho a voto de Colombia141.	

			El reconocimiento más evidente de este problema se encuentra, en primer lugar, en el Acuerdo General para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, entre el Gobierno de Colombia y las FARC, de agosto de 2012, que enmarcaba las negociaciones de paz de La Habana y donde, de un lado, ambas partes reconocían que “(e)s importante ampliar la democracia como condición para lograr bases sólidas de la paz”142; mientras que, de otro, establecían como segundo ítem de negociación la “participación política”, donde se ponía especialmente el acento en las garantías de seguridad para quienes participen en política, además de en su ampliación:

			“1.	Derechos y garantías para el ejercicio de la Oposición política en general, y en particular para los nuevos movimientos que surjan luego de la firma del Acuerdo Final. Acceso a medios de comunicación.

			2. 	Mecanismos democráticos de participación ciudadana, incluidos los de participación directa, en los diferentes niveles y diversos temas.

			3. 	Medidas efectivas para promover mayor participación en la política nacional, regional y local de todos los sectores, incluyendo la población más vulnerable, en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad”143.

			Y, segundo, en el Acuerdo Final, que da contenido a tales previsiones, desde luego en lo que a las garantías de seguridad en la participación política respecta –como veremos en el Capítulo Tercero-, pero también con la adopción de todo un conjunto de “(m)edidas efectivas para promover una mayor participación en la política nacional, regional y local de todos los sectores, incluyendo la población más vulnerable, en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad”144.

			2.2.  Causas socio-económicas

			Junto a las carencias y ausencias del Estado, la estructura social y económica de Colombia tendrán un decisivo papel a la hora de explicar los factores profundos que ayudan a extender el conflicto colombiano. De hecho, más allá de las imperfecciones del sistema democrático, las exclusiones en el sistema político, la falta de cohesión territorial y de presencia efectiva del Estado en amplias zonas del país, y con anterioridad a todo ello, subyace, y de esta manera se configura como factor estructural esencial o primario, todo un contexto económico y social, al que en gran medida responde la construcción del Estado mismo, de su sistema político y del reparto de poder entre el centro y las regiones, entre lo nacional y lo local, y la defensa preponderante de determinados intereses frente a otros. Todo lo cual generará tensiones que, ante la ausencia de cauces democráticos y pacíficos de solución equilibrada, se dirimirán a través de la violencia, como, por lo demás, hemos visto ha sido la constante en la historia del país desde su independencia.

			Si bien son numerosos los análisis que cabría realizar sobre los diferentes elementos que conforman la estructura económica y social del país con influencia relevante en el conflicto; desde una aproximación más general, que es la que conviene realizar aquí, podemos englobarlos en dos aspectos o características genéricas que resumen bien la situación: de un lado, la pobreza de la mayoría de la población y el nivel de desigualdad entre sectores sociales; y, de otro, los intentos de apropiación de los recursos económicos más valiosos del país, y muy especialmente de la tierra, como factor específico que de manera continuada, desde el origen del conflicto y hasta hoy, aparece como causa, y también consecuencia, del mismo.

			2.2.1.  Pobreza y desigualdad

			Sin pretender desarrollar un análisis exhaustivo de la estructura económica y social de Colombia, sí conviene tener presentes algunos indicadores, pues resultan esenciales para comprender el contexto socioeconómico en el que se desarrolla el conflicto y su relevancia en su nacimiento, expansión y continuación. Así, ciñéndonos únicamente a los datos más recientes, en primer lugar, y por lo que a los niveles de pobreza respecta, en el momento álgido del conflicto, años 1999-2002, ésta se situaba entre el 57.5%145  y el 59.8 %146, según los estudios utilizados147; mientras que el nivel de indigencia o pobreza extrema superaba el 20% de la población148. Y, si bien es verdad que, dejada atrás la crisis económica, a lo largo del primer lustro del siglo XXI la pobreza ha ido reduciéndose, lo ha hecho de forma muy lenta, hasta situarse todavía en el entorno del 50% en 2005149. 

			Con la bonanza económica de la última década en América Latina –lo que ha comenzado a conocerse como la década ganada, en contraposición a la década perdida en los 80-, y especialmente en Colombia, los datos globales oficiales para el país han mejorado ostensiblemente, pasando la incidencia de la pobreza monetaria150  a nivel total nacional del 42% en 2008 al 34.1% en 2011 y el 28.5% en 2014, reduciéndose en 2015 al 27.8%, según datos del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE)151. Sin embargo, es altamente significativo que, según la misma fuente oficial, los niveles de pobreza en el entorno rural siguen siendo muy altos, y lo que es peor, con tendencia a aumentar en lugar de reducirse: 46.1% en 2011, 46.8% en 2012. Si bien los tres últimos años han vuelto a reducirse al 42.8% en 2013, 41.4% en 2014 y 40.3% en 2015152.

			Mientras que la pobreza extrema o indigencia, que en el ámbito nacional se situaba en el 17.7% en 2002, el 16.4% en 2008, fue descendiendo paulatina, pero sostenidamente al 10.4% en 2012, 8.1% en 2014 y 7.9% en 2015; en el ámbito rural, sin embargo, en 2008 seguía situada en el 32.6%, descendiendo al 22.8% en 2012 y al 18% en los años 2014 y 2015. Lo que contrasta poderosamente con los niveles de pobreza extrema en las cabeceras, que se situaban muy por debajo: el 11.2% en 2008, 6.6% en 2012 y 4.9% en 2015; alcanzando tan solo el 2.7% en las 13 grandes ciudades del país153.

			Índices de pobreza monetaria que no sólo muestran niveles muy elevados, aún tras más de una década de gran crecimiento económico; sino también su extremadamente desigual incidencia en función del lugar, rural o urbano, donde se habite. Índices, en fin, que básicamente se reiteran si en lugar del criterio monetario se utiliza el de la pobreza multidimensional154. En este caso, mientras en el nivel total nacional son más reducidos, alcanzando el 30.4% en 2010, el 21.9% en 2014 y el 20.2% en 2015; en la zona rural se situaba justo en el doble, del 53.1% en 2010 al 44.1% en 2014 y en el 40% en 2015; contrastando poderosamente con el 23.5%, 15.4% y 14.4% respectivamente para las cabeceras155. En consecuencia, como concluye el Banco Mundial: “Despite this rapid reduction in poverty, large historical disparities between urban and rural areas persist”156.

			Y por lo que a los índices de desigualdad se refiere, los datos todavía son menos alentadores. Así, Colombia aparece en el primer puesto en nivel de desigualdad medido por el coeficiente GINI, de acuerdo con los datos del Banco Mundial, de la región en sí misma más desigual del mundo: América Latina157. En efecto, Colombia registró un índice de 59.1 en 1980, que fue decreciendo hasta el 51.3 en 1991; a partir de ese momento volvió a repuntar hasta alcanzar el 56.9 en 1996, ¡superando el 60 en 2002!, punto álgido del conflicto armado y también de la desigualdad en Colombia. A partir de entonces, y como reflejo de la mejora derivada del crecimiento económico general, el índice GINI comienza a descender: 58,3 en 2004,  58,9 en 2007, 55,9 en 2010, 54.8 en 2011, 53.9 en 2012158, 53.8 en 2014 y 52.2 en 2015159. 

			Sin embargo, dicha tendencia levemente positiva debe incluso ser matizada de acuerdo con el estudio que ALVAREDO y LONDOÑO realizaron considerando el período 1993-2010160 a partir de datos de las declaraciones juradas del impuesto a la renta, comparándolos con las encuestas de hogares muestran que mientras que de acuerdo con este último método “la desigualdad medida con el índice de Gini se redujo más del 6% (de 0,59 en 2007 a 0,55 en 2010), la incorporación del 1% más rico (a partir de datos de las declaraciones juradas del impuesto a la renta) corrigiendo los datos de la encuesta matiza ligeramente el panorama mencionado161. No solo los niveles de desigualdad son mayores, sino que, además, las referidas disminuciones en el índice de Gini son menos marcadas”162. 

			Nivel de desigualdad que quizás sea más claramente visible a través de los datos relativos a los ciudadanos con mayores ingresos del país, tal y como se expone en un informe realizado en 2016 para la CEPAL: “Los resultados del estudio determinaron que Colombia presenta una gran concentración del ingreso, dado que el 1% más rico de la distribución concentró el 20,5% del ingreso bruto en 2010, participación que se mantuvo prácticamente constante entre los extremos del período163”164. Lo que, además, acaba rematándose con el análisis relativo a la composición de dichas rentas, porque “los individuos de ingresos elevados en Colombia son esencialmente rentistas y propietarios del capital, característica que difiere de lo observado en otros países de América Latina (por ejemplo, la Argentina), donde puede apreciarse que la mayor proporción de los ingresos de los más ricos corresponde a salarios”165.

			Relativa mejora que, sin embargo, una vez más desaparece si nos limitamos al ámbito rural, donde, de acuerdo con el PNUD, el índice GINI para la distribución de la tierra es de 87,5, lo que convierte a Colombia en uno de los países con más alta desigualdad en la propiedad rural del planeta166. Como explica el Banco Mundial: “All studies concur in reporting that Colombia has one of the highest concentrations of land in the world. A recent study using cadastral data report that land concentration is not only high but also growing: for the period 2000-2009, land concentration has increased 1-2 Gini points and has reached levels around 0.85-0.90. This study proposes four causes that explain this high level of land concentration: (i) historic antecedents from colonial times when land distribution created landowning elites that implemented policies in their favor; (ii) weak land markets which complicated the formalization of land property and open market transactions; (iii) public policies that have tended to benefit large landowners—the so-called three “failed” land reforms; and (iv) the armed conflict and drug-trafficking activities that used land as a main input for funding their activities”167.  

				De todo ello cabe concluir que la relativa, aunque lenta, mejora de los índices generales de pobreza y desigualdad en Colombia producida en lo que va de siglo se ha concentrado en el espacio urbano, no habiéndose producido avance alguno en estos últimos 15 años –por lo demás, de mejora económica con un amplio y sostenido crecimiento económico general- en el medio rural campesino. Todo lo cual nos introduce en el siguiente factor explicativo, esencial para comprender el conflicto de Colombia.

			2.2.2.  La apropiación de recursos; en especial, la cuestión del reparto 

				   de la tierra

				Si bien, como veremos al final del presente epígrafe, la tierra no es el único recurso a tener en cuenta a la hora de estudiar los factores económicos que, de un modo u otro, ayudan a explicar el conflicto colombiano, sí es, sin lugar a dudas, el más relevante de todos ellos; siéndolo, además, desde el inicio mismo de la guerra. Y es que, como se indica en el informe del PNUD sobre Desarrollo Humano en Colombia de 2011: “En países como Colombia, la tierra no es solo un factor de producción o un activo de inversión; también sigue siendo una fuente de riqueza, poder y prestigio. Por esas razones, el vínculo entre el acceso a ella y el desarrollo es multidimensional y complejo. Eso también explica por qué se generan diversos conflictos y luchas por poseerla. La tierra en Colombia representa un caso especial en América Latina con varias connotaciones: es un factor de producción y un modo de vida; desempeña un papel rentístico y de especulación; también se ha convertido en un instrumento de la guerra168, del lavado de activos del narcotráfico, y además genera poder político ligado a la violencia ejercida por grupos armados ilegales”169.

				Y ello no es un fenómeno reciente. Por más que siga siendo actual, sus orígenes se remontan, al menos, a los inicios del siglo pasado. Así, la confrontación durante el periodo de La Violencia en algunas regiones del país tenían que ver sobre todo con lo que algunos autores calificaron como la “revancha terrateniente”170, especie de venganza por las luchas campesinas de los años 20 y 30 del siglo XX. Y es que la crisis agraria en la época de La Violencia, exactamente igual que hoy, más de medio siglo después, era consecuencia de la radical desigualdad en la distribución de la tierra y de la extrema pobreza de los campesinos y la población rural en general. En definitiva, la cuestión agraria y el reparto de la tierra catalizarán en gran medida las luchas y los intentos de reforma. Como recuerda el Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica, “las luchas agrarias asociadas a la continuidad del conflicto por la tierra estuvieron directamente vinculadas con el nacimiento de las guerrillas liberales de origen gaitanista, con las autodefensas comunistas y especialmente con la plataforma política que dio origen al programa agrario de las FARC”171.

			En efecto, como explica en otro lugar: “Las disputas territoriales entre guerrillas y paramilitares no obedecen únicamente a factores políticos o a la adopción de planes estratégicos de guerra. El contexto económico resultó crucial no solo por las oportunidades generadas, sino también por las profundas transformaciones que sobre él ocasionó una guerra en la que el territorio se convirtió en el eje de disputa172. Los efectos de la apertura económica y el desmonte de la institucionalidad pública implicaron un abandono estatal del país rural, que no hizo otra cosa que dejar el territorio despejado para atizar la feroz confrontación por su control entre los actores armados, quienes ahora definirían la configuración económica de esos territorios”173. De acuerdo con el citado informe del PNUD de 2011, varios son los factores a tener en cuenta en esta materia174:

			•	Al impedir el acceso libre a la tierra, la producción, la inversión y el ahorro se restringen y el crecimiento es bajo; ello obstaculiza superar la pobreza y mejorar los niveles de vida de los habitantes rurales.

			•	El conflicto de uso del suelo y la ganadería extensiva impiden generar suficiente empleo para ocupar la mano de obra rural existente, no facilitan el aumento del ingreso rural, y mantienen altos niveles de pobreza y miseria. Todo lo cual se traduce en la baja competitividad del sector agropecuario y se restringe la oferta alimentaria.

			•	El control de las mejores tierras o de las ubicadas en corredores estratégicos, por parte de unos pocos propietarios o de actores armados ilegales, restringe la democracia, la libertad y el libre movimiento de la población rural.

			•	Una estructura muy concentrada de la tenencia de la tierra genera innumerables conflictos sociales con los sectores que se la disputan en sociedades con altos desequilibrios sociales y económicos, como Colombia. Además, alimenta la migración hacia zonas de frontera donde la población se incorpora a la producción de cultivos de uso ilícito, como una alternativa atractiva de subsistencia que destruye recursos naturales valiosos y dando lugar a conflictos con el Estado.

			•	El poder político local fundamentado más en la posesión de tierras impide la modernización y actualización del catastro rural, así como el pago de mayores tributos para el desarrollo de las mismas regiones y el logro de convergencia rural-urbana.

			•	Cercena las posibilidades de desarrollo de la cooperación y del capital social rural, y de unas relaciones más horizontales entre actores del sector.

			•	Impulsa flujos migratorios hacia áreas urbanas incapaces de generar fuentes de empleo e ingresos dignos.

			Como afirma el informe del PNUD: “En Colombia existen dos grandes conflictos en el sector rural: el conflicto agrario y el conflicto armado interno. Su articulación constituye lo que puede denominarse un conflicto rural mayor, que es la gran sombrilla de ambos. El tema de las tierras está asociado principalmente con el primero, mientras que el segundo lo está más con el territorio, el control de la población y de la institucionalidad pública para la extracción de rentas. Los protagonistas del conflicto armado son la guerrilla, los paramilitares, la Fuerza Pública en disputa por el ejercicio de soberanía sobre territorios y población.

			El conflicto agrario y el armado terminan relacionándose en la medida en que la tierra se convierte en un instrumento de la guerra y de la disputa por el territorio. Por ello, es objeto de expoliación y despojo por vías de hecho, o mediante la utilización ilegal de instrumentos jurídicos, en tanto que el territorio es objeto de control, dominio y violación de derechos de las comunidades”175. Los resultados de todo ello, y, desde luego, fundamentalmente de los efectos de la guerra en el reparto de la tierra son catastróficos. Entresaquemos tan solo algunos de los más relevantes: 

			•	un altísimo nivel de concentración de la tierra: en Colombia el 1,1% de los propietarios concentra el 52,2% de la tierra;

			•	la prevalencia de la sobreutilización del suelo para el latifundio ganadero: 39,2 millones de hectáreas dedicadas a la ganadería, sobre un potencial apto de 24 millones;

			•	la consiguiente subutilización para la actividad agrícola: 4,1 millones de hectáreas sembradas sobre un potencial apto de 21,5 millones176.

			Todo ello afecta, claro está, de manera directa al campesinado pues tiene como consecuencia los persistentes elevadísimos niveles de pobreza y pobreza extrema así como de desigualdad en el ámbito rural, como hemos visto. En definitiva, esta es una de las causas más relevantes del conflicto armado en Colombia, desde su inicio y hasta la actualidad; a la vez de ser una de las consecuencias más perversas del propio conflicto. Por ello, el enfrentar el problema y tratar de encontrar soluciones compartidas entre todos los actores afectados, justas y consensuadas, puede llevar a posibilitar la solución del conflicto armado. El Gobierno lo sabe y así lo ha reconocido, de un lado, al adoptar en 2011 la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras177 y, de otro, al  aceptar incluir, como vamos a ver en el Capítulo Tercero, la Política de desarrollo agrario integral como el primer punto a tratar con las FARC178 –y, por cierto, el primero que se acordó- en las negociaciones de La Habana y que conforma el primero de los incluidos en el Acuerdo Final. Y es que, como en la parte preambular del mismo, significativamente titulado “Hacia un Nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”, las partes reconocen: 

			“(E)l desarrollo rural integral es determinante para impulsar la integración de las regiones y el desarrollo social y económico equitativo del país. La RRI (Reforma Rural Integral) debe lograr la gran transformación de la realidad rural colombiana, que integre las regiones, erradique la pobreza, promueva la igualdad, asegure el pleno disfrute de los derechos de la ciudadanía y como consecuencia garantice la no repetición del conflicto y la erradicación de la violencia”179. 	

			2.3.  El narcotráfico: consecuencia y causa, sobrevenida y 

				 autónoma, del conflicto

			En el mismo ámbito económico, y muy unido a la cuestión de la tierra y del modelo de desarrollo rural impuesto desde el gobierno, a finales de los años 70 se pusieron las bases para la aparición de un problema en parte independiente, pero que acabaría convirtiéndose en un factor, sino explicativo del conflicto colombiano en sí mismo, sí de su continuidad, profundización y agravamiento a partir de los años 80 del siglo pasado: el narcotráfico. Como se reconoce en el Acuerdo Final entre el Gobierno y las FARC:

			“El conflicto interno en Colombia tiene una larga historia de varias décadas que antecede y tiene causas ajenas a la aparición de los cultivos de uso ilícito de gran escala, y a la producción y comercialización de drogas ilícitas en el territorio.

			(…) el cultivo, la producción y comercialización de las drogas ilícitas también han atravesado, alimentado y financiado el conflicto interno”180.

			En efecto, se trata de una cuestión que entra de lleno tanto en el epígrafe de la apropiación de recursos económicos del país –bien que ilícitos por estar prohibida la comercialización del producto obtenido, como se sabe-, como en el del reparto de la tierra. Así, durante los gobiernos de los presidentes Pastrana Borrero (1970-1974), López Michelsen (1974-1978) y Turbay Ayala (1978-1982), se adoptó un modelo de desarrollo rural que privilegiaba la agricultura capitalista, dirigida a una alta productividad y comercialización, que puso fin a los intentos de reforma agraria de los presidentes Lleras Camargo, primero, y Lleras Restrepo, después, a lo largo de los años 60, más dirigidos a una política distributiva de la tierra. 

			Con ello se expandieron las zonas agrícolas con la adjudicación de nuevos terrenos baldíos. Como se explica en el Informe General del Centro Nacional de Memoria Histórica: “Esta estrategia fungía como válvula de escape para un problema agrario que no se resolvía, entre otras razones porque este se desplazaba con la ampliación de la frontera agrícola, y de paso, volvía más desigual y precaria la integración territorial y económica del país. Estos aspectos, sumados al malestar urbano, acabaron por generar las condiciones para la proliferación de actividades ilegales, una de cuyas más importantes manifestaciones fue la aparición del narcotráfico”181.

			A partir de entonces, el fenómeno del narcotráfico no dejó de crecer hasta convertirse en una gigantesca máquina de hacer dinero ilícito que generó toda una serie de terribles consecuencias para el país, no sólo en relación directa con el conflicto armado: corrupción generalizada y debilitamiento de las ya de por sí endebles y muy limitadas estructuras del Estado, como hemos visto, entre las más preocupantes. Pero, por supuesto, el crecimiento de una economía paralela, por ilegal, que generaba cantidades ingentes de dinero en un contexto de ya largo y profundo conflicto armado interno no podía, en efecto, dejar de afectar al mismo hasta cambiarlo tanto cuantitativa como cualitativamente. 

			El narcotráfico aparece así como catalizador del conflicto al inyectar recursos económicos prácticamente ilimitados a los contendientes, tanto paramilitares como guerrillas, lo que les permitió financiar sus estrategias expansivas y ayudó a convertir a Colombia en los años 90, periodo de recrudecimiento del conflicto, en un verdadero infierno de violencia que a punto estuvo de destruir al Estado mismo. De otra parte, no debemos olvidar que el narcotráfico, en Colombia y el resto del mundo, es un fenómeno global, por su propia naturaleza de carácter internacional, y ello tanto, y sobre todo, desde la perspectiva de la demanda del producto –que en el caso de Colombia y en las décadas de los 80 y 90 provenía esencialmente de los consumidores estadounidenses y,  en bastante menor medida, europeos-, como de la oferta –convirtiendo a países vecinos, sobre todo en Centroamérica, en directamente afectados como tránsito de las redes comercializadoras del producto prohibido-. Lo cual desde luego no diluye la responsabilidad, pero sí conlleva reconocer que ésta es compartida182.

			En la ya citada Política de Defensa y Seguridad Democrática, adoptada por el Presidente Uribe Vélez en 2003, se puede leer: “(E)l negocio mundial de las drogas ilícitas pone en peligro la estabilidad institucional de los Estados y la seguridad de los ciudadanos. Su poder de corrupción es una amenaza a la democracia y su connivencia o fusión con el terrorismo es un riesgo no sólo para Colombia, sino para buena parte del hemisferio, en especial para aquellos países que no cuentan con una justicia y unas instituciones fuertes. (…). Pero el problema de las drogas ilícitas, al igual que el terrorismo, es un problema transnacional: su solución no se puede limitar a un solo país”183. Como vemos, además de subrayar, de un lado, los peligros del narcotráfico para el Estado y el carácter esencialmente internacional del problema, en el párrafo transcrito, simple muestra de lo que de forma machaconamente repetitiva se hace a lo largo del documento, se une con el terrorismo –que es, como veremos en su momento, el calificativo utilizado por el mencionado Presidente para referirse a las partes enfrentadas al Estado en el conflicto armado en Colombia, en especial a las guerrillas-, para definir los problemas de seguridad del Estado. 

			Se reduce así la cuestión a un tema de mera lucha contra delincuentes narcoterroristas; minimizando hasta su desaparición los factores explicativos reales del conflicto armado. Como muy acertadamente sostiene VARGAS VELÁSQUEZ, “las agrupaciones insurgentes son consideradas como grupos criminales que se alimentan del negocio del narcotráfico, son ‘narcoguerrillas’ o ‘narcoterroristas’. (…) al considerar que los grupos armados colombianos son iguales a Al-Qaeda o al afirmar que la razón de la guerra en Colombia es tan sólo el narcotráfico, se está ignorando toda una historia de cuatro décadas y se olvida que hay raíces sociales y políticas que dan cuenta de la actual situación que vive el país”184. 

			Y es que no debemos confundir factores, o causas, estructurales o profundos con factores, o causas, instrumentales o catalizadores del conflicto, que inciden en él, lo potencian e incluso modifican, pero que en ningún caso lo originaron ni lo explican hoy en su totalidad. De ahí que en el Acuerdo Final Gobierno y FARC afirmen:
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